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Presentación 

El 2015 se presenta como un año decisivo para Colombia. En octubre, se 
realizarán elecciones locales en todo el territorio nacional. En estos comi-
cios, los colombianos y colombianas elegirán a los futuros gobiernos que 

estarán en ejercicio durante un periodo clave para la construcción de paz en 
el país. 

No cabe duda de que éste es un momento histórico, por lo que es nece-
sario que todos los actores involucrados –particularmente, las autoridades 
locales y la sociedad civil- estén preparados para asumirlo con responsabi-
lidad.  

Con el propósito de contribuir a la cualificación del proceso electoral, la pre-
sente herramienta, desarrollada por el Departamento Nacional de Planeación 
(DNP) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), busca 
facilitar la elaboración y valoración de los programas de gobierno. Con esta 
guía metodológica y temática, se promueve la construcción de propuestas de 
calidad, un voto más responsable y mejor informado, al igual que un ejercicio 
de gobierno más legítimo y eficaz. 

El programa de gobierno es el elemento de base que acerca y compromete 
a candidatos y electores. Las elecciones, más allá de ser una competencia in-
dividual, confrontan propuestas y plataformas programáticas, y al momento 
de votar, la ciudadanía elige el programa que mejor recoge sus necesidades. El 
programa de gobierno seleccionado se debe plasmar en el plan de desarrollo de 
la entidad territorial y es la base de la planeación local y de la gestión que llevará 
a cabo el gobernante. 

Es por eso que esta herramienta está dirigida a los aspirantes a Alcaldías 
y Gobernaciones, pero también a la ciudadanía. La herramienta promueve 
espacios de participación y diálogo, útiles para que el electorado pueda 
tomar decisiones informadas, y para que cada ciudadano interesado en 
construir propuestas para su territorio tenga acceso y comunicación con 
las campañas. Tener gobernantes de calidad depende, en gran medida, 
de recoger el sentir de la población y traducirlo en propuestas concretas y 
viables. 



La capacidad, compromiso y disposición de los candidatos y de la ciudada-
nía es esencial para la construcción, elección, cumplimiento y veeduría sobre 
el programa de gobierno. Estos factores facilitarán que el posterior plan de 
desarrollo se base en la participación incluyente. De esta manera es posible 
asegurar para el país condiciones que permitan avanzar hacia la equidad y la 
paz.  
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Introducción

El presente documento ha sido elaborado por el Departamento Nacional de 
Planeación (DNP) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), con dos propósitos fundamentales: i) brindar orientaciones a los 

candidatos y candidatas a las alcaldías y gobernaciones, para la elaboración de 
los programas de gobierno, inscritos ante las autoridades electorales; ii) poner 
a disposición de la ciudadanía una herramienta que le sirva como guía para 
entender los programas de gobierno de quienes aspiran a ser mandatarios y 
mandatarias de sus municipios, distritos y departamentos. Estos propósitos se 
inscriben en el reconocimiento de que las propuestas programáticas son la base 
para el buen gobierno y la gestión pública.

El documento consta de dos partes. En la primera, el DNP presenta las orienta-
ciones conceptuales, técnicas y metodológicas para construir participativamente 
un programa de gobierno; en particular, se abordan elementos básicos sobre 
qué es un programa de gobierno, su importancia, a quién va dirigido y cuándo 
se presenta; además, se brindan algunas recomendaciones para su construcción 
participativa y se propone una estructura básica del mismo para facilitar su arti-
culación con el futuro plan de desarrollo. 

En la segunda parte, se describen nueve temas considerados centrales por 
el PNUD, además de tener en cuenta los retos territoriales y su articulación con 
las iniciativas del Gobierno Nacional proyectadas en el Plan Nacional de Desa-
rrollo. En primer término, se aborda la construcción de paz, con tres subtemas: 
desarrollo rural integral, atención y reparación de víctimas y promoción de una 
cultura de paz. Posteriormente, se presentan dos aspectos fundamentales para 
avanzar en el sendero hacia la paz: la educación y la lucha contra la pobreza y 
la desigualdad. Finalmente, se plantean tópicos considerados esenciales para 
consolidar procesos de convivencia pacífica en las diferentes regiones de Co-
lombia: el impulso al desarrollo sostenible; el enfoque de género y la garantía de 
los derechos de las mujeres; la participación ciudadana; la gestión institucional 
transparente, eficaz y participativa; la seguridad y la convivencia ciudadana; y el 
fomento de una cultura de respeto y goce efectivo de los derechos humanos.

En cada uno de los temas se hacen preguntas orientadoras con el propósito 
de que sus respuestas, según las condiciones poblacionales y territoriales, sean 
útiles para la elaboración de los programas de gobierno de los aspirantes, así 
como para la evaluación de la ciudadanía sobre dichas propuestas. 

Además de la bibliografía mencionada a lo largo del texto, se indican algunos 
documentos complementarios, con el fin de que se pueda profundizar en los 
temas sugeridos.
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Cómo construir 
participativamente el 
programa de gobierno 

1
1.1

1.1.1.	Responsabilidad y compromiso de elegir y ser elegido

En el marco del Estado social de derecho, la República unitaria, descentrali-
zada y con autonomía de las entidades territoriales, y la democracia partici-

pativa y pluralista (Constitución Política de Colombia, 1991, artículo 1), elegir y 
ser elegido para gobernar es el más alto y noble derecho político y ciudadano1, 
y exige la mayor responsabilidad política y compromiso social de quienes aspiran 
a ser autoridades locales y de quienes expresan su voluntad popular por medio 
de libre ejercicio del derecho universal al sufragio.

Elegir y ser elegido para gobernar implica recibir el mandato de los ciudada-
nos y representarlos, sin exclusión alguna y sobre la base del interés público, 
con el propósito de lograr el mayor bienestar, prosperidad y calidad de vida en 
los municipios, distritos, departamentos, y en el país en su conjunto, en cum-
plimiento de los fines esenciales del Estado (Constitución Política de Colombia, 
1991, artículo 2) y las funciones y competencias constitucionales y legales2.

1   La Constitución Política de 1991 en el artículo 40 establece que: “Todo ciudadano tiene derecho a parti-
cipar en la conformación, ejercicio y control del poder político…”.

2   Sobre el marco de competencias de los municipios, distritos y departamentos consultar el documento 
del DNP-SFPT “Competencias sectoriales por niveles de gobierno”, disponible para consulta y descarga 
en formato PDF en el siguiente enlace del portal web del DNP: ​https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo- 
territorial/Fortalecimiento-Gestion-y-Finanzas-Publicas-Territoriales/Paginas/instrumentos-para-la- 
gestion-publica-territorial.aspx

EL PROGRAMA DE GOBIERNO: 
POR EL PRESENTE Y FUTURO 
QUE TODOS QUEREMOS
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Fines esenciales del Estado

Promover el 
Desarrollo integral 
�y sostenible

Fortalecer la Democracia 
participativa y 

 pluralista

Garantizar 
�los Derechos 

Humanos

Los fines escenciales del 

Estado son responsabilidad 

de todas las autoridades e 

instituciones públicas y la 

base para la gestión de lo 

público, se sintetizan en 

tres pilares indivisibles e 

interdependientes

En este contexto constitucional y normativo, los aspirantes, candidatos y ciuda-
danos deben ser conscientes de que en el proceso político-electoral se decide 
sobre las diferentes opciones, alternativas y propuestas para el desarrollo de los 
municipios, distritos y departamentos; y ello exige un conjunto de responsabili-
dades políticas y ciudadanas.

Responsabilidades de los aspirantes, candidatos 
y ciudadanos en el proceso político-electoral

Aspirantes y candidatos

•	 Deben pensarse como garantes de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
de la población y del fortalecimiento de la democracia participativa y pluralista.

•	 Deben visualizarse en su rol de máximos orientadores (Ley 152 de 1994, artículo 33, numeral 
1) y gerentes públicos de los procesos de desarrollo integral y sostenible de las entidades 
territoriales.

•	 Deben proponer y construir, participativamente, programas de gobierno con propuestas de 
desarrollo para la entidad territorial que se implementarán, de manera efectiva, durante el 
período de gobierno local, una vez sean elegidos como alcaldes y gobernadores (Constitu-
ción Política de 1991, artículo 259 y Ley 131 de 1994, artículo 3).

•	 Deben ser conscientes de que el cumplimiento de los programas de gobierno se impone por 
mandato ciudadano en las elecciones de autoridades locales y su incumplimiento, por parte 
de alcaldes y gobernadores, puede llevar a la revocatoria del mandato (Constitución Política 

de 1991, artículo 259 y Ley 131 de 1994, artículo 2). 

Fuente: DNP-SFPT con base en Constitución Política de 1991, arts. 2 y 80, y DNP (2011a). 



111.1.2.	¿Qué es el programa de gobierno?

El programa de gobierno es uno de los más importantes instrumentos políti-
cos y técnicos de los procesos político-electorales, de gestión del desarrollo, 

de gobierno y gestión pública territorial, por cuanto en este se establecen los 
compromisos y responsabilidades que comparten los gobernantes y los ciuda-
danos sobre el presente y futuro de la entidad territorial. Estos compromisos 
y responsabilidades se imponen por los ciudadanos en las elecciones y son de 
obligatorio cumplimiento, a través de los planes de desarrollo, en virtud del voto 
programático consagrado en el artículo 259 de la Constitución Política de 1991 
y en las Leyes 1313 y 134 de 1994, y 741 de 2002.

3  “Los candidatos a ser elegidos popularmente como gobernadores y alcaldes, deberán someter a conside-
ración ciudadana un programa de gobierno, que hará parte integral de la inscripción ante las autoridades 
electorales respectivas” (Ley 131 de 1994, artículo 3). De acuerdo a esta norma, si bien los candidatos a 
concejales, diputados y ediles no están obligaos a inscribir un programa de gobierno, se entiende que 
respaldan los programas de los candidatos a alcaldes y gobernadores según pertenezcan al mismo partido 
o movimiento político.

Ciudadanos

•	 Deben asumir permanentemente el respeto por lo público y el interés general.

•	 Son corresponsables de los procesos de desarrollo de las entidades territoriales (Constitución 
Política de 1991, artículos 2, 103, 340, 341, 342 y 343, y Ley 152 de 1994).

•	 Deciden, democráticamente, sobre el presente y futuro de su entidad territorial, eligiendo la 
propuesta de gobierno más viable y pertinente para su territorio, y mejor fundamentada en 
el interés público.

•	 Ejercen su derecho a intervenir, directamente, en la toma de las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación (Constitución Política 
de 1991, artículo 2).

•	 Pueden dejar sin efecto o modificar el mandato otorgado a los gobernantes (Constitución 
Política de 1991, artículo 259 y Ley 131 de 1994, artículo 2), así como las decisiones adop-
tadas por sus representantes en las corporaciones públicas (Corte Constitucional, Sentencia 
C-180, 1994).

•	 Pueden utilizar los mecanismos, instancias y espacios de participación para velar por  la 
garantía de sus derechos y libertades y, así, se avance en los procesos de desarrollo de su 
territorio (Constitución Política de 1991, artículos 2, 103, 340, 341, 342 y 343 y Leyes 131 
y 134 de 1994).
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Fuente: Rosero (2014).

Desde lo político, el programa de gobierno es, ante todo, un pacto o contrato 
colectivo suscrito por los ciudadanos con los candidatos sobre los asuntos de 
interés público para el desarrollo de las entidades territoriales. Como tal debe ser 
conocido y cumplido por las partes (Wilches-Chaux & DNP-DDTS, 2003), pues es 
la base del proceso político-electoral para buscar el respaldo democrático de los 
ciudadanos y ser elegido como gobernante. 

En este sentido, el programa permite formalizar y concretar propuestas y com-
promisos para:

•	 Garantizar los derechos humanos (DDHH)4, universales, indivisibles e inter-
dependientes (ver  2.9).

•	 Incorporar a la agenda de desarrollo y de gobierno de la entidad territorial 
temas clave como: la promoción de la igualdad y la equidad, la erradicación 

4   Los derechos humanos son garantías esenciales para que podamos vivir como seres humanos. Sin ellos 
no podemos cultivar ni ejercer plenamente nuestras cualidades, nuestra inteligencia, talento y espirituali-
dad” <http://www.un.org/es/rights/overview/>. Para saber más sobre los DDHH consultar la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos en: <http://www.un.org/es/documents/udhr/> [Fecha de consulta: 
05/04/2015].

El programa de gobierno en los procesos político-electoral, 
de gestión del desarrollo, de gobierno y gestión pública

Proceso de
planeación

Plan de 
desarrollo

Ejecución 
de políticas, 
programas, 
proyectos

Seguimiento 
y Evaluacion

Rendición de
Cuentas

Visión 
compartida

de desarrollo

Proceso de
gobierno y

gestión

Proceso de
empalme

Programa de
gobierno

Proceso
político
electoral
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de la pobreza y la reducción de las brechas socioeconómicas, la seguridad y la convivencia 
pacífica (ver 2.3 y 2.8).

•	 Mejorar la calidad de vida de la población, bajo un enfoque de sostenibilidad; es decir, 
propiciar la armonía entre el bienestar de la población, el uso del territorio, la protección 
y conservación de los recursos naturales, los servicios ambientales o ecosistémicos5 y las 
actividades productivas (ver 2.4).

•	 Aumentar y cualificar la transparencia y la participación ciudadana en los procesos deci-
sorios de la gestión pública y promover el control social (ver 2.6 y 2.7).

También, desde lo político, el programa de gobierno es un instrumento que, por ser de obli-
gatorio cumplimiento a través del plan de desarrollo, constituye el punto de partida para el 
ejercicio del control político6 y del control social7, y del proceso de rendición de cuentas a la 
ciudadanía8.

Desde el punto de vista técnico, el programa de gobierno es un referente para que los 
procesos de empalme, entre las actuales y las nuevas administraciones, se realicen sobre la 
base del diálogo y el intercambio de información que dé cuenta de los resultados de la ges-
tión pública, el uso de los recursos y los asuntos estratégicos para el desarrollo de la entidad 
territorial (DNP, 2011 y PNUD, s.f. p. 36). 

Es el punto de partida del proceso de planeación para el desarrollo de la entidad territorial 
y del ciclo de la gestión pública territorial, pues contempla un conjunto de propuestas –ob-
jetivos y medios– para transformar la realidad de una entidad territorial. Se comprende, en-
tonces, por qué es la base para la elaboración participativa del plan de desarrollo, por cuanto 
los candidatos, una vez elegidos como mandatarios y en calidad de alcaldes y gobernadores 
y como máximos orientadores de la planeación (Ley 152 de1994, artículo 33, numeral 1), 
impartirán “…las orientaciones para la elaboración de los planes de desarrollo conforme al 
programa de gobierno presentado al inscribirse como candidato” (Ley 152 de 1994, articulo 
39 numeral 1).

5   Los servicios ambientales o servicios ecosistémicos pueden ser de dos tipos: tangibles e intangibles. Tangibles como el agua, 
el aire, la energía solar, los alimentos, la fertilidad y la estabilidad de los suelos. Intangibles como los sentidos de pertenencia 
e identidad, las posibilidades del disfrute estético del paisaje (Wilches-chaux, 2007, p. 43).

6   El control político es una función y responsabilidad de las corporaciones administrativas de elección popular (Concejos 
Municipales y Asambleas Departamentales) que permite verificar el cumplimiento de los objetivos propuestos en programas 
y proyectos, y de las disposiciones normativas de los de los planes de desarrollo. Para saber más sobre el control político y el 
papel de los Concejos Municipales y las Asambleas Departamentales consultar: (DNP, 2011c y 2011d).

7   En el marco del control social, el programa de gobierno es un instrumento importante para que los ciudadanos incidan en la 
gestión de lo público pues es un referente indispensable para realizar el seguimiento a las propuestas y compromisos progra-
máticos, evaluar su cumplimiento y, de ser el caso, revocar el mandato a los gobernantes que los incumplan. Para saber más 
sobre el control social consultar: (Ministerio del Interior y la Justicia & ESAP, 2003).

8   La rendición de cuentas es un proceso permanente e inherente al ciclo de la gestión pública, por medio del cual se informa 
sobre los avances y retos en la planeación, ejecución o en el seguimiento y evaluación del plan de desarrollo. Para saber más 
sobre rendición de cuentas consultar: (DNP, 2011b) y Presidencia de la República-Secretaría de Transparencia, (DAFP y DNP, 
2014).
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1.2
LA CONSTRUCCIÓN PARTICIPATIVA 
DEL PROGRAMA DE GOBIERNO

1.2.1.	Ruta para la construcción participativa

Para que un programa de gobierno sea realista, pertinente, oportuno, viable, 
legítimo y medible su construcción debe ser participativa, y debe involucrar, ac-
tivamente, a toda la población sin ningún tipo de exclusión, para lo cual se re-
comienda a los candidatos liderar el proceso y seguir con su equipo de campaña 
política la siguiente ruta:

Ruta para la construcción participativa del programa de gobierno

Fuente: elaboración DNP-SFPT.

Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre

El programa de gobierno
en la campaña electoral

y el debate político

Inscripción del
programa de

gobierno

Preparación y
organización del

proceso participativo
1.

2.

3.

4.
5.

6.

7.

Construcción 
participativa de

propuestas y
compromisos
programáticos

con visión 
compartida de

desarrollo

Redacción
final del

programa de
gobierno

Construcción de la
agenda temática

con visión compartida
de desarrollo

Construcción de 
la plataforma

ideológica

Elecciones de
Autoridades 

Locales
(Oct. 25)

Publicación de
listado de 
candidatos

inscritos
(Ago. 2)

Finaliza periodo
inscripción de

candidatos
(Julio 25)

Inicia periodo
propaganda
electoral en

espacio público

Inicia periodo
inscripción de

candidatos
(Junio 25)
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1)	 Preparación y organización del proceso participativo

En este momento son claves dos pasos: la conformación del equipo técnico-po-
lítico y la elaboración del plan de trabajo.

La conformación del equipo técnico-político. El candidato debe confor-
mar un equipo de trabajo interdisciplinario, organizado a partir de una estructu-
ra con niveles claros de coordinación y asignación de compromisos para asumir, 
responsablemente, los diferentes aspectos técnicos y políticos que demanda la 
elaboración del programa de gobierno. El equipo técnico-político debe estar 
integrado por personas idóneas y conocedoras de la realidad de la entidad te-
rritorial y con experiencia en gestión pública territorial, así como por delegados 
de entidades, instituciones y organizaciones que representen los intereses de las 
diferentes colectividades y grupos poblacionales del territorio, lo cual garantiza 
que la propuesta sea participativa, pluralista e incluyente.

La elaboración del plan de trabajo. Debe contemplar el periodo compren-
dido entre la postulación del candidato, la elección y la etapa de elaboración 
del plan de desarrollo (esta última se hará efectiva en caso de ser elegido como 
alcalde o gobernador) y contemplar aspectos clave como los indicados en el 
siguiente esquema.

Hitos y momentos a tener en cuanta en el plan de trabajo

Fuente: elaboración DNP-SFPT.

Contenido básicos del plan de trabajo
Temas y actividades a realizar
Tiempo por actividad
Asignación de responsables
Costo y recursos de las actividades
Definir espacios de trabajo

Elección de
Autoridades

Locales
(Oct. 25)

Periodo 
inscripción de

candidatos
(Jun. 25 - Jul. 25)

Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre Ene. - May. 2016 Jun. 2016 . - Dic. 2019

Construcción 
participativa del 

programa de 
gobierno

Campaña electoral
y debates políticos

Seminario de 
inducción 

Proceso de 
empalme

Elaboración 
participativa 
del plan de
desarrollo

Ejecución del plan
de desarrollo

Fuente: elaboración DNP-SFPT.
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2)	 Construcción de la plataforma ideológica

Durante el proceso político-electoral, la plataforma ideológica del programa de 
gobierno proporciona el sello distintivo de las propuestas de un candidato fren-
te a las de otros candidatos. Permite responder a la pregunta sobre cuál es la 
opción frente al tipo de desarrollo y de bienestar y la impronta de gobierno del 
nuevo periodo, generalmente sintetizada en el lema, eslogan, o nombre que 
identifica al programa de gobierno. 

La construcción de la plataforma ideológica debe estar fundamentada en un 
conjunto de valores9 y principios10 compartidos por la colectividad del partido o 
movimiento político con personería jurídica, o grupo significativo de ciudadanos 
que respalda y avala a cada candidato11.

3)	 Construcción de la agenda temática con visión 
compartida de desarrollo 

El candidato y su equipo de campaña política, con base en el plan de trabajo 
definido en el momento de preparación y organización del proceso participativo, 
deben trabajar en la construcción de una agenda temática con visión comparti-
da de desarrollo de corto y mediano plazo, y partir, así, del conocimiento propio 
de la entidad territorial y su entorno. 

La agenda temática con visión compartida de desarrollo constituye una pro-
puesta inicial en la que el candidato expresa su punto de vista sobre el presente 
y futuro de la entidad territorial, y su objetivo es propiciar la discusión y el debate 
en torno a los asuntos de interés general, además de motivar la participación de 
las comunidades para la construcción participativa del programa de gobierno. 
Para la elaboración de la agenda temática con visión compartida de desarrollo, 
se recomienda los siguientes pasos: 

9   Los valores son convicciones profundas de los seres humanos que determinan su manera de ser, orientan 
su conducta y están relacionados con los intereses y necesidades de las personas a lo largo de su proceso 
colectivo de desarrollo. Son ejemplos de valores, el respeto, vocación de servicio, equidad, honestidad, 
transparencia, solidaridad, libertad, tolerancia, entre otros.

10   Los principios se conciben como normas éticas y políticas que inspiran los propósitos contemplados en 
el programa de gobierno y permiten: i) comunicar las ideas de manera sintética y convincente; ii) hacer 
explícita su diferencia con otras propuestas; iii) estructura las propuestas y compromisos del programa de 
gobierno; y iv) guiar la gestión en caso de ser elegido. Se formulan de forma clara y precisa con base en las 
normas éticas y políticas de la democracia, como la garantía de los derechos humanos, la inclusión social, la 
transparencia en el ejercicio del gobierno y de la gestión pública, la participación ciudadana; los principios 
ideológicos del partido político o del movimiento ciudadano que avala la candidatura a mandatarios; y las 
consultas, sondeos y debates que realice con el propio partido político, los movimientos ciudadanos y la 
comunidad en general (PNUD, s. f.).

11   El otorgamiento de un aval implica una corresponsabilidad entre el avalado y el partido o movimiento 
político, o grupo significativo de ciudadanos, la cual no finaliza en el proceso electoral sino que se mantiene 
a través de todo el periodo de gobierno sobre la base de las propuestas y compromisos establecidos en los 
programas de gobierno.
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Identificar y consultar fuentes de información. Si bien los candidatos pue-
den tener un conocimiento previo de la realidad de la entidad territorial, la 
elaboración del programa de gobierno no debe partir de cero y sin conocer y 
explorar diferentes fuentes de información que permitan evidenciar la magnitud 
de las dinámicas y problemáticas, y ayuden a formular soluciones que deben ser 
viables financiera y técnicamente.

En este sentido, existen diferentes fuentes de información, la cuales se reco-
mienda consultar de forma organizada y con suficiente tiempo, pues en algunos 
casos será necesario solicitar los datos por escrito.

Fuentes de información para la 
construcción del programa de gobierno

Consultas a las comunidades o actores representativos del territorio.

Son ellos los destinatarios de las soluciones y, en muchos casos, tienen una gran claridad sobre las 

distintas alternativas de respuesta a los problemas locales. Formular soluciones, participativamente, 

tiene además la gran ventaja de que consigue legitimidad para las decisiones que se deben tomar 

durante el periodo de gobierno.

Revisión de instrumentos y documentos de la gestión municipal, distrital y departamental. 

Este tipo de información se encuentra disponible en las entidades públicas de los municipios y de los 

departamentos, principalmente en alcaldías y gobernaciones e, incluso, en las respectivas páginas 

web, como por ejemplo: 
•	 Planes de desarrollo vigentes municipales y departamentales.
•	 Informes de gestión y de resultados de la administración municipal y departamental.
•	 Informes de rendición de cuentas de la administración municipal y departamental.
•	 Planes poblacionales y sectoriales territoriales: educación; salud; víctimas; política de niñez, 

infancia y adolescencia; superación de pobreza extrema; gestión del riesgo; de emergencia y 
contingencia, gestión integral de residuos sólidos.

•	 Planes de vida y otros elaborados por grupos étnicos del territorio.
•	 Planes de Ordenamiento Territorial (insumo para municipios y distritos).
•	 Marcos fiscales de mediano plazo.

•	 Ejecuciones presupuestales del actual periodo del gobierno local.

Programa de Gobierno

Primarias

Consultas a comunidades o actores
representativos del territorio.

Revisión de instrumentos y
documentos de la gestión municipal,
distrital y departamental.

Información territorial producida por diversas
entidades municipales, distritales, departamentales,
regionales y nacionales.

Inventario de Políticas. Programas y proyectos
estratégicos de los diferentes ámbitos (nacional,
departamental, metropolitano y local).
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Análisis, reflexión y comprensión de las dinámicas del territorio. A partir 
de la información consultada y recopilada, el candidato y su equipo de campaña 
política debe realizar un análisis de los datos para comprender las dinámicas del 
territorio, tanto en sus relaciones internas como con otros entornos. Y, a partir 
de ello, establecer las bases para validar o iniciar la construcción de la visión 
compartida del desarrollo y definir las grandes apuestas de gobierno.

El análisis, reflexión y comprensión de la realidad debe permitir:

Información territorial. Además de las fuentes primarias de información de diversas entidades muni-

cipales, distritales, departamentales, regionales y nacionales cuentan con datos y estadísticas que per-

miten una lectura de la entidad territorial soportada en evidencias, como por ejemplo:

•	 Fichas de caracterización territorial elaboradas por el DNP, las cuales se pueden consultar en el 

siguiente enlace: https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo-territorial/Fortalecimiento-Ges-

tion-y-Finanzas-Publicas-Territoriales/Paginas/programas-de-apoyo.aspx 

•	 Información estadísticas sobre diferentes temas elaborada por el DANE: http://www.dane.gov.co/

•	 Planes prospectivos departamentales, provinciales, subregionales y/o metropolitanos.

•	 Planes de Gestión Ambiental Regional (PGAR) de las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR).

•	 Informes de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz. 

•	 Informes del desempeño integral y fiscal elaborados por el DNP.1

•	 Informes sobre gobierno abierto de la Procuraduría General de la Nación 

www.procuraduria.gov.co/. 

Inventario de Políticas, Programas y proyectos estratégicos de los diferentes ámbitos (nacio-

nal, departamental, metropolitano y local). Un documento esencial de este inventario es el Plan Na-

cional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, así como los principales programas que 

se estén ejecutando en el municipio y el departamento. 

También, es preciso tener en cuenta los compromisos del Estado colombiano frente al cumplimien-

to al 2015 de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) y la agenda de desarrollo después del 

2015 sobre la base de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). De igual forma, se debe prestar 

especial atención a la información de la población pobre extrema que habita en su territorio y que 

está caracterizada dentro del sistema de información de la Estrategia Red Unidos.

1   Estos informes se pueden consultar y descargar de los siguientes enlaces del portal web del DNP:  
Desempeño integral: https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo-territorial/evaluacion-y-seguimiento-de-la-descentrali-
zacion/Paginas/documentos-de-evaluacion.aspx 
Desempeño fiscal: https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo-territorial/evaluacion-y-seguimiento-de-la-descentraliza-
cion/Paginas/desempeno-fiscal.aspx 

Fuente: elaboración DNP-SFPT.
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•	 Identificar y comprender las dinámicas de la entidad territorial en térmi-
nos de las dimensiones del desarrollo: poblacional, sociocultural, ambiental, 
económica y político-administrativa (DNP, 2011a).

•	 Identificar las características particulares y potencialidades del territorio para 
generar opciones de desarrollo y bienestar.

•	 Reconocer y valorar la diversidad pluriétnica, multicultural y poblacional de 
las comunidades como alternativa para fomentar la creatividad, la solidari-
dad y la convivencia ciudadana.

•	 Identificar la situación u oportunidades de integración regional y asociativi-
dad territorial como una estrategia para promover esfuerzos mancomuna-
dos de desarrollo integral de los territorios.

•	 Establecer la situación financiera y la viabilidad fiscal de la entidad territorial.

•	 Identificar y comprender problemáticas de tipo estructural y coyuntural, y 
su relación con las dinámicas territoriales como la pobreza, el desempleo, el 
desplazamiento forzado, la contaminación del ambiente, los sistemas pro-
ductivos o extractivos, la calidad de vida, etc.

•	 Caracterizar necesidades de la población según grupo étnico, género, grupos 
etarios, ciclo de vida y ubicación geográfica (rural, urbano, zonas de riesgo, 
zonas de protección y conservación ambiental, territorios indígenas, etc.).

•	 Formular propuestas llamativas, motivadoras e inspiradoras, y contener 
ideas rectoras que orienten el accionar de los actores.

4)	 Construcción participativa de propuestas y compromisos 
programáticos con visión compartida de desarrollo

El candidato, al formular el programa de gobierno, debe asegurarse de que este 
recoja los intereses y expectativas de los ciudadanos y de los municipios en el 
caso departamental. En este sentido, las propuestas del programa de gobierno 
se enriquecen a partir del diálogo pluralista e incluyente con las comunidades, 
para lo cual se recomienda realizar mesas de trabajo, talleres, reuniones, cele-
bración de pactos ciudadanos, etc., en las diferentes áreas geográficas de la 
jurisdicción y con todos los grupos de población según edad, género, grupos 
étnicos, condición social y cultural.

En estas mesas de trabajo, talleres o reuniones realizadas con los ciudadanos 
se recomienda tener en cuenta las siguientes actividades:

•	 El candidato, para propiciar la discusión y el debate, presentará la agenda 
temática y su propuesta de visión compartida de desarrollo.

•	 Identificar con la comunidad las principales dinámicas, problemáticas y po-
tencialidades de la entidad territorial.
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•	 Identificar las tendencias, favorables o positivas y desfavorables o negativas, 
que a futuro pueden tener las dinámicas, problemáticas y potencialidades 
de la entidad territorial.

•	 Sobre la base de las tendencias identificadas pensar cómo sería la entidad 
territorial en un horizonte de futuro de 10 o 20 años.

•	 En ese horizonte de tiempo identificar tres tipos de escenarios: el tendencial, 
que indica a dónde llegaría la entidad territorial en caso de todo siga igual, 
es decir, si se continuara en la dirección de las tendencias. El deseable, en 
el que cabe todo lo que imagine la comunidad. Y el escenario posible, que 
es al que se puede llegar siempre y cuando se tomen las decisiones más 
adecuadas.

•	 Con base en el escenario posible se identificarán las propuestas de estra-
tegias, compromisos, objetivos y acciones a realizar en el corto y mediano 
plazo, las cuales son el contenido de los programas y proyectos bandera. 

•	 Definir un orden de prioridades teniendo en cuenta el grado de afectación 
del problema, la frecuencia, la magnitud, la relevancia, entre otros aspectos.

5)	 Redacción final del programa de gobierno

El equipo técnico del candidato debe consolidar el texto final con base en los 
insumos obtenidos en las mesas de trabajo, talleres o reuniones realizadas con 
los ciudadanos, para lo cual se recomienda: 

•	 Considerar enfoques diferenciales según los grupos territoriales (municipios, 
veredas, barrios) y poblacionales (niños, adolescentes, desplazados, muje-
res, LGTBI, grupos étnicos, víctimas, etc.) y basarse en la garantía de dere-
chos y en el interés general.

•	 Definir un orden de prioridades teniendo en cuenta el grado de afectación 
del problema, la frecuencia, la magnitud, la relevancia, entre otros aspectos.

•	 Plantear compromisos de sujeción a la ley y de acuerdo con el marco de 
competencias12 establecidas en las normas, principalmente las definidas en 
las Leyes 715 de 2001 y 1176 de 2007 en relación con los diferentes secto-
res de inversión.

•	 Definir propuestas que marquen la diferencia y convenzan a la ciudadanía 
de ser la mejor opción para solucionar los problemas, aprovechar e impulsar 
las potencialidades que promuevan el desarrollo sostenible del territorio.

12   Sobre el marco de competencias de los municipios, distritos y departamentos consultar el documento 
del DNP-SFPT “Competencias sectoriales por niveles de gobierno”, disponible para consulta y descarga 
en formato PDF en el siguiente enlace del portal web del DNP: ​https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo- 
territorial/Fortalecimiento-Gestion-y-Finanzas-Publicas-Territoriales/Paginas/instrumentos-para-la-gestion- 
publica-territorial.aspx
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•	 Revisar, detalladamente, la disponibilidad de recursos13 y la capacidad fi-
nanciera e institucional de la entidad territorial en aspectos clave como: 
nivel de endeudamiento, recaudo de recursos propios, dependencia de las 
transferencias de la nación, existencia de programas de saneamiento fiscal 
y/o financiero, reestructuración de pasivos, nivel de cumplimiento de los 
límites de gasto de funcionamiento, entre otros.

6)	 Inscripción del programa de gobierno

De acuerdo con el calendario electoral establecido por la Registraduría Nacional 
del Estado Civil, para las elecciones de autoridades locales que se realizarán el 25 
de octubre de 2015, los candidatos a alcaldes y gobernadores pueden inscribir, 
en las diferentes sedes de la Registraduría, sus candidaturas y programas de go-
bierno entre el 25 de junio y el 25 de julio de 2015; y las modificaciones de 
candidatos, por renuncia y no aceptación, pueden realizarlas hasta el 31 de julio 
de 2015 (Registraduría Nacional del Estado Civil, Resolución 13331 de 2014).

Una vez inscritos los programas de gobierno se debe surtir su publicación en 
el órgano oficial de la entidad territorial respectiva o, en su defecto, las adminis-
traciones departamentales o municipales o distritales ordenarán editar una pu-
blicación en la que se den a conocer los programas de todos los aspirantes, sin 
perjuicio de su divulgación pública de acuerdo con la reglamentación en materia 
de uso de medios de comunicación (Ley 131 de 1994, artículo 3)14.

7)	 El programa de gobierno en la campaña electoral 
y el debate político

Una vez inscrito el programa de gobierno en la Registraduría, durante el perio-
do de campaña política y antes del día de elecciones, el programa de gobierno 
debe ser la base y fundamento de la campaña electoral y política, de forma tal 
que todos los electores y la comunidad en general conozcan su contenido y les 
permita a los candidatos obtener el respaldo necesario para ser elegidos como 
autoridades locales.

Si bien durante la campaña y el debate político no es posible modificar su 
contenido, es muy importante que los candidatos estén atentos a los nuevos 

13   Al respecto consultar el documento elaborado por el DNP-SFPT “Principales fuentes de financiamiento 
para el desarrollo territorial”, disponible para consulta y descarga en formato PDF en el siguiente enlace del 
portal web del DNP: ​https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo-territorial/Fortalecimiento-Gestion-y- 
Finanzas-Publicas-Territoriales/Paginas/instrumentos-para-la-gestion-publica-territorial.aspx

14   La divulgación pública de los programas de gobierno como la propaganda electoral empleando espacios 
públicos y medios de comunicación social está reglamentado por medio de la Resolución 13331 del 11 de 
septiembre de 2014 de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Disponible en: <http://www.registraduria.
gov.co/IMG/pdf/RESOLUCION_13331.pdf> [Fecha de consulta: 05/04/2015].
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aportes, los cuales pueden ser incorporados en el plan de desarrollo, en caso de 
resultar elegidos como mandatarios.

1.2.2.	Contenido básico del programa de gobierno

El programa de gobierno debe plantear la forma en que el candidato, si es ele-
gido, asumirá la responsabilidad de orientar los proceso de desarrollo de la en-
tidad territorial, es decir, debe plasmar la forma como tiene previsto movilizar a 
los diferentes recursos y actores sociales, culturales, económicos, institucionales 
y ambientales del territorio, para alcanzar la visión compartida de desarrollo del 
departamento, distrito o municipio. 

De modo que el contenido del programa de gobierno debe:

•	 Contemplar un conjunto coherente de iniciativas orientadas a la superación 
de problemas y necesidades sobre la base del aprovechamiento sostenible 
de las potencialidades y recursos para generar opciones de desarrollo y bien-
estar integral a la población y al territorio que aspiran a gobernar (PNUD, 
s.f.).

•	 Contemplar propuestas y compromisos orientados a resultados concretos, 
claros, viables, verificables y medibles en el tiempo.

•	 Contribuir con la armonización y articulación de la planeación de los dife-
rentes niveles de gobierno –municipal o distrital, departamental y nacional- 
a partir de instrumentos como el Plan Nacional de Desarrollo, Planes de 
Gestión Ambiental Regional (PGAR)15, los Planes de Ordenamiento Territorial 
(POT) (Ley 152 de 1994, articulo 41).

•	 Tener en cuenta los aportes del pasado expresados tanto en valores, tra-
diciones y expresiones culturales que identifican lo local y territorial, y los 
logros alcanzados en términos de bienestar y calidad de vida que ameritan 
la continuidad de las buenas experiencias del gobierno actual y de los an-
teriores.

•	 Incluir los proyectos estratégicos para garantizar la provisión de bienes y 
servicios públicos a su cargo y el mejoramiento del bienestar de la población 
en condiciones de equidad.

•	 Incorporar los compromisos del Estado colombiano frente a los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM) pues su cumplimiento finaliza en el 2015 y la 
agenda para el desarrollo, después del 2015, se centrará en los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS).

•	 Establecer propuesta y compromisos orientados a resultados. El programa 
de gobierno debe contener iniciativas y propuestas claras que orienten a la 

15   Al respecto ver: Decreto 1865 del 3 de agosto de 1994, por el cual se regulan los planes regionales am-
bientales de las Corporaciones Autónomas Regionales y de las de Desarrollo Sostenible y su armonización 
con la gestión ambiental territorial.
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ciudadanía en la decisión de voto y permitan vislumbrar el rumbo de la en-
tidad territorial durante el próximo periodo de gobierno local.

En este orden de ideas y teniendo en cuenta que un programa de gobierno 
construido, participativamente, es el primer factor de éxito de los procesos de 
desarrollo de las entidades territoriales y del buen gobierno local, su contenido 
debe tener una estructura básica que facilite su articulación y armonización con 
el plan de desarrollo, tal como se muestra en el siguiente esquema.

Articulación y armonización 
programa de gobierno y plan de desarrollo

Fuente: elaboración DNP-SFPT.

Programa de gobierno Plan de desarrollo

Diagnóstico integral

Plan de inversiones de
mediano y corto plazo

Proyección de los
recursos financieros

Programas y
proyectos con

fuentes de
financiamiento

Presupuestos 
plurianuales

Mecanismos para 
la ejecución del

plan de inversiones

Nombre / Lema

Diagnóstico

Plataforma 
ideológica

Visión compartida
de desarrollo

Estrategias y
programas bandera

identificación de 
posibles fuentes
de financiación

Presentación general
del candidato

Visión compartida
de desarrollo

Objetivos y metas
estratégicos de

mediano y
corto plazo

Estrategias,
programas 
y proyectos

Medios e instrumentos 
de vinculación y
armonización de

la planeación

Parte estratégica
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A continuación, brevemente, se describe cada uno de los elementos de la estructura básica 
sugerida para los programas de gobierno.

Estructura básica del programa de gobierno

Información general

Nombre y/o lema 
del programa de gobierno

Sintetiza la propuesta y la apuesta de desarrollo para la 
entidad territorial que contiene el programa de gobierno. 
Generalmente, se trata de una idea fuerza que comunica la 
impronta que caracterizará el gobierno y la gestión pública 
durante el periodo de gobierno.

Nombre del Candidato    Tal como está registrado en la cédula de ciudadanía

Cargo al que aspira    Alcalde/Gobernador

Entidad Territorial
   Nombre del municipio, distrito o departamento donde    
   ejercerá el cargo

Partido, movimeinto político o grupo 
significativo de ciudadanos que lo avala

Diagnóstico

Componente estratégico

Pr
es

en
ta

ci
ó

n
 d

e 
la

  
p

la
ta

fo
rm

a 
id

eo
ló

g
ic

a

Proporciona el sello distintivo de las propuestas de un candidato frente a las de otros 
candidatos. Su propósito es fijar en el imaginario colectivo cuál es la opción frente al 
tipo de desarrollo y de bienestar y la forma de gobernar que marca la diferencia con 
otras propuestas.

La construcción de la plataforma ideológica contempla dos aspectos básicos:

•	 Debe estar fundamentada en un conjunto de valores y principios compartidos 
por la colectividad del partido o movimiento político o de ciudadanos que res-
palda a cada candidato.

•	 Debe guardar correspondencia y coherencia con la vocación y realidad de la en-
tidad territorial y tener en cuenta los valores, principios y rasgos característicos 
de la de identidad de los territorios.

Es el análisis general de la situación actual de 
la entidad territorial, en el cual, brevemente, se 
presenta aspectos como:

•	 Potencialidades y oportunidades del territorio 
(ventajas comparativas).

•	 Situaciones problemáticas puntuales y 
concretas.

•	 Procesos de cambio ocurridos en el pasado 
reciente y los de vieja data.

•	 Eventos o situaciones que dieron origen a los 
problemas y son comunes a varios de ellos.

•	 Consecuencias e implicaciones futuras 
derivados de las situaciones problemáticas.

•	 Breve descripción de la situación financiera y 
fiscal de la entidad territorial.

Se recomienda que el diagnóstico esté 
debidamente soportado con datos, cifras 
e información verificable y veraz. También, 
es importante tener en cuenta que un 
diagnóstico NO es:

•	 Un conjunto de datos o de información 
estadística.

•	 Una imagen o fotografía fija de la 
situación presente.

•	 Una lista de indicadores aislados, según 
grupo o segmento de población, o por 
cada sector de competencia.

•	 Una lista de demandas provenientes de 
diferentes grupos o actores.
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Visión 
compartida 
para el 
desarrollo de 
la entidad 
territorial.

Surge de la labor de concertación con la ciudadanía frente a los escenarios futuros 
para el desarrollo de la entidad territorial. Es una idea fuerza que moviliza a los 
diferentes actores fuerzas vivas de la entidad territorial hacia una imagen del futuro 
deseable y posible, basada en principios, ideales y valores compartidos por todas y 
todos.

Es la base para formular e implementar decisiones estratégicas para la armonía y 
equilibrio entre las dimensiones del desarrollo integral, y alcanzar transformaciones 
significativas, sostenibles y sustentables en el territorio, garantizar los derechos 
humanos y fortalecer la democracia participativa.

Estrategias y 
programas 
bandera

Contienen las propuestas y compromisos para el desarrollo de la entidad territorial, 
las cuales se realizarán durante el periodo de gobierno en un horizonte de corto y 
mediano plazo, y sobre la base de la visión compartida para el desarrollo de la entidad 
territorial.

Las estrategias son la combinación de fines y medios para lograr los objetivos 
estratégicos planeados en el programa de gobierno. Por lo general, en los programas 
de gobierno, las estrategias se presentan como ejes estratégicos y pueden tener 
relación con las dimensiones del desarrollo: sociocultural, ambiental, económica y 
político-administrativa. Las estrategias son la posible respuesta para actuar frente 
a una situación problemática o aprovechar, sosteniblemente, las potencialidades 
del territorio. Responde a la pregunta ¿cómo se va a realizar el cumplimiento del 
objetivo? y a la priorización de las acciones de acuerdo con el grado de relevancia o 
incidencia en los procesos de desarrollo de la entidad territorial.

Los programas contienen los principales propósitos para alcanzar los objetivos de las 
estrategias o ejes estratégicos, y están orientados al logro de resultados que, a su vez, 
se concretan a través de proyectos.

Identificación 
de posibles 
fuentes 
de 
financiación.

Se recomienda que sobre la base de la breve descripción de la situación financiera 
de la entidad territorial y de acuerdo con lo establecido en las estrategias y 
los programas bandera, se identifique cuáles serían sus posibles fuentes de 
financiación, de tal forma que las propuestas y compromisos, en principio, estén 
definidas a partir de la disponibilidad de los diferentes tipos de recursos de 
inversión.

Presentación general del candidato.

Es importante comunicar e informar sobre la trayectoria y liderazgo social y político del candidato, 
sus calidades y conocimientos sobre el servicio público, su formación y trayectoria laboral, pues esto 
permite a los ciudadanos comprender si el candidato cuenta con la vocación de servicio público y 
liderazgo, y las capacidades básicas para desempeñarse como mandatario.

También, es significativo que en esta parte del programa de gobierno el candidato exprese las razones 
que motivaron su postulación.
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Temas indispensables para 
los programas de gobierno

2
2.1

CONSTRUCCIÓN DE PAZ 
COMO PROPÓSITO TERRITORIAL

El actual esfuerzo del Gobierno Nacional y de diferentes actores de la sociedad de avanzar 
hacia la construcción de paz en Colombia, representa una oportunidad para transformar, 

positivamente, los escenarios territoriales de confrontación, y para reconocer que existe una 
manera distinta de atender las demandas sociales que dieron origen al escalamiento del con-
flicto armado y a las inequidades presentes en el país. Resulta prioritario transformar la visión 
de una paz que implica solo la ausencia de violencia, a una paz que tenga en cuenta los facto-
res que facilitan el goce efectivo de derechos, que siente las bases de verdaderas garantías de 
no repetición y que surja de la participación y del reconocimiento de las diferencias, alrededor 
de una visión conjunta de futuro. De esta manera, la construcción de paz se constituye en uno 
de los ejes más importantes para considerar en los programas de gobierno y en la planeación 
de las entidades territoriales.

Para la formulación de líneas de acción en los programas de gobierno de los municipios y 
departamentos, dirigidas a la construcción de paz, se recomienda tener en cuenta los obje-
tivos y estrategias propuestos en el Plan Nacional de Desarrollo y, además, concentrarse en 
aquellos aspectos en los cuales puede avanzar cada entidad territorial. Es responsabilidad de 
todos los gobernantes de Colombia asegurar la aplicación de los principios democráticos para 
dirimir las diferencias entre la población, de manera que disminuya la confrontación social 
negativa y se avance en la consolidación del Estado Social de Derecho. 

Los diálogos de paz que se llevan a cabo entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC-EP), además de representar un hito en el camino hacia el 
fin del conflicto armado, constituyen una oportunidad para adelantar cambios estructurales 
en el ámbito social, político y económico de amplios territorios del país; con miras a construir 
condiciones de vida equitativas y a garantizar el ejercicio de los derechos y la dignidad de la 
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población colombiana, en un marco de democracia, participación, diversidad y 
pluralidad que contribuya a la construcción de una paz sostenible.

Se propone, también, reflexionar sobre los puntos abordados en el marco de 
dichos diálogos, a la luz de la situación de seguridad y de los derechos humanos 
de la población. Y así, hacer visible que en las prioridades de las conversaciones 
se encuentra la construcción de paz en contextos y territorios con elevadas afec-
taciones por el conflicto armado, con presencia de cultivos ilícitos, altos niveles 
de pobreza y bajo desempeño institucional.

A continuación, se presenta esta doble lectura que permitirá la elaboración 
de programas de gobierno y posteriores planes de desarrollo de municipios y 
departamentos, que además de avanzar hacia la construcción de paz, desde 
ahora, promuevan una sensibilidad ante un eventual escenario de post acuerdo 
en sus territorios.

La Paz en el Plan Nacional de Desarrollo

La paz es uno de los tres ejes centrales del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 
“Todos por un nuevo país”, junto con la equidad y la educación, porque “la paz fa-
vorece la equidad y la educación, la equidad propicia la paz y la educación, y la 
educación genera condiciones de paz y equidad” (DNP, 2015, p. 29). Para lograr esa 
“Colombia en paz”, se tiene previsto cumplir los tres objetivos que se presentan en 
la tabla a continuación (DNP, 2015). 

Tabla 
Objetivos y temas asociados a la construcción 
de paz en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018

Objetivo Temas asociados

Fortalecer el proceso de 
construcción de paz y garantizar su 
sostenibilidad para permitir al país y 
a sus ciudadanos alcanzar su pleno 
potencial como nación.

1) Mecanismos de promoción de los derechos a la justicia, 
reparación integral y las garantías de no repetición

2) Fortalecimiento de capacidades territoriales para la 
construcción de paz, a través de planes estratégicos 
territoriales de paz e iniciativas ciudadanas de desarrollo y 
paz.

 3) Garantías para la igualdad de oportunidades en el 
goce efectivo de los derechos fundamentales (medidas de 
prevención, protección y fomento a los derechos humanos); 
garantías para la participación política y ciudadana, 
así como mecanismos para la prevención y gestión de 
conflictividades territoriales.
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Integrar el territorio y sus 
comunidades, para contribuir al cierre 
de brechas territoriales y sociales, 
y potenciar la conectividad para la 
inclusión productiva y el acceso a 
bienes públicos, servicios sociales e 
información.

1.	 Aumento en la conectividad física y digital para el 
cierre de brechas y la inclusión productiva. 

2.	 Incremento de la oferta para avanzar en la integración 
institucional y territorial.

3.	 Aumento de la integración local y comunitaria y 
fomento de la reconciliación.

Reducir las desigualdades sociales y 
territoriales entre los ámbitos urbano 
y rural, mediante el desarrollo integral 
del campo como garantía para la 
igualdad de oportunidades.

1.	 Desarrollo rural integral para el bienestar de las 
comunidades campesinas, indígenas, negras, 
afrodescendientes, palenqueras y raizales.

2.	 Diseño e implementación de modelos de desarrollo 
local sostenible de las zonas más afectadas por el 
conflicto.

Fuente: construido con base en las Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018: 

“Todos por un nuevo país” (DNP, 2015). 

En el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018: “Todos por un nuevo país”, se 
comprende la concepción clásica de paz más allá de la terminación de la con-
frontación armada, y se avanza “hacia una visión holística en la cual se involu-
cran, además, todos los aspectos estructurales del desarrollo y la garantía plena 
de la democracia en el territorio” (DNP, 2015, p. 41). Y, en el caso de un post 
acuerdo, se trabaja en “… un alistamiento en términos de recursos, capacidades 
institucionales y arreglos normativos para la implementación de los eventuales 
compromisos de paz. Para garantizar la coordinación en el alistamiento y en la 
eventual implementación de los acuerdos que se suscriban con organizaciones 
armadas ilegales, se creará una instancia para facilitar la coordinación interins-
titucional, la coordinación entre el nivel nacional y territorial, así como la re-
comendación de políticas, planes, programas y demás que se requieran para 
avanzar en la construcción de paz” (DNP, 2015, p. 42). 

Puntos de las negociaciones de paz en La Habana

Construir la paz, también, supone que todo lo que se acuerde en la Mesa de 
Conversaciones se cumpla de una manera eficiente, transparente y participativa. 
Es importante tener en cuenta que las autoridades territoriales y la ciudadanía 
serán los protagonistas de la implementación de los acuerdos que se concreten 
entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP sobre desarrollo agrario integral, parti-
cipación política y solución al problema de las drogas ilícitas, así como acerca de 
otros temas que hacen parte de las negociaciones de paz, tales como víctimas, 
fin del conflicto e implementación, verificación y refrendación, como se presenta 
en la tabla a continuación.
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Puntos de la  
negociación

Temas

Política de 
desarrollo agrario 
integral

•	 Acceso y uso de la tierra. Tierras improductivas. Formalización de la 
propiedad. Frontera agrícola y protección de zonas de reserva.

•	 Programas de desarrollo con enfoque territorial.

•	 Infraestructura y adecuación de tierras.

•	 Desarrollo social: salud, educación, vivienda, erradicación de la 
pobreza.

•	 Estímulo a la producción agropecuaria y a la economía solidaria y 
cooperativa. Asistencia técnica. Subsidios. Crédito. Generación de 
ingresos. Mercadeo. Formalización laboral. Sistema de seguridad 
alimentaria.

Participación 
política

•	 Derechos y garantías para el ejercicio de la oposición política en 
general, y en particular para los nuevos movimientos que surjan luego 
de la firma del Acuerdo Final. Acceso a medios de comunicación.

•	 Mecanismos democráticos de participación ciudadana, incluidos los 
de participación directa, en los diferentes niveles y diversos temas.

•	 Medidas efectivas para promover mayor participación en la política 
nacional, regional y local de todos los sectores, incluyendo la 
población más vulnerable, en igualdad de condiciones y con garantías 
de seguridad.

Fin del conflicto

•	 Cese al fuego y de hostilidades, bilateral y definitivo.

•	 Dejación de las armas. Reincorporación de las FARC-EP a la vida civil - 
en lo económico, lo social y lo político -, de acuerdo con sus intereses.

•	 El Gobierno Nacional coordinará la revisión de la situación de las 
personas privadas de la libertad, procesadas o condenadas, por 
pertenecer o colaborar con las FARC-EP.

•	 El Gobierno Nacional intensificará el combate para acabar con las 
organizaciones criminales y sus redes de apoyo, incluyendo la lucha 
contra la corrupción y la impunidad, en particular contra cualquier 
organización responsable de homicidios y masacre o que atente 
contra defensores de derechos humanos, movimientos sociales o 
movimientos políticos.

•	 El Gobierno Nacional revisará y hará las reformas y los ajustes 
institucionales necesarios para hacer frente a los retos de la 
construcción de la paz.

•	 Garantías de seguridad.

•	 En el marco de lo establecido en el Punto Víctimas del acuerdo se 
esclarecerá, entre otros, el fenómeno del paramilitarismo.

Tabla 
Agenda del Acuerdo General para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera
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Solución al 
problema de las 
drogas ilícitas

•	 Programas de sustitución de cultivos de uso ilícito. Planes integrales 
de desarrollo con participación de las comunidades en el diseño, 
ejecución y evaluación de los programas de sustitución y recuperación 
ambiental de las áreas afectadas por dichos cultivos.

•	 Programas de prevención del consumo y salud pública.

•	 Solución del fenómeno de producción y comercialización de 
narcóticos.

Víctimas
•	 Derechos humanos de las víctimas.

•	 Verdad.

Implementación, 
verificación y 
refrendación

•	 Mecanismos de implementación y verificación:

•	 a. Sistema de implementación, dándole especial importancia a las 
regiones.

•	 b. Comisiones de seguimiento y verificación.

•	 c. Mecanismos de resolución de diferencias.

•	 Acompañamiento internacional.

•	 Cronograma.

•	 Presupuesto.

•	 Herramientas de difusión y comunicación.

•	 Mecanismo de refrendación de los acuerdos.

Para contribuir en la construcción de paz desde esta amplia visión, las siguientes 
preguntas pueden orientar a la ciudadanía y a las futuras autoridades locales en 
la formulación de sus programas de gobierno: 

•	 ¿Cuál es la visión de paz de corto, mediano y largo plazo que debería orien-
tar las líneas de acción de su programa de gobierno y del plan de desarrollo 
en su territorio?, ¿cuáles de los objetivos y temas mencionados, anterior-
mente, pueden ser prioridad para la construcción de paz en el municipio o 
departamento para el cual se postula como mandatario o mandataria?

•	 ¿Las acciones previstas hasta el momento, y aquellas que se plantearán 
como respuesta a las preguntas que se hacen a lo largo de este documento, 
para resolver las demandas en otros ámbitos como el económico, social, 
político, ambiental y cultural, aportan a la visión de construcción de paz 
sostenible en su territorio?

Fuente: construido con base en Agenda del Acuerdo General para la terminación del conflicto y la construcción 

de una paz estable y duradera. Disponible en: www.mesadeconversaciones.com.co/sites/default/files/AcuerdoGe-

neralTerminacionConflicto.pdf
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Pedagogía y cultura de paz

•	 ¿Se tiene previsto promover en el territorio una pedagogía sobre las causas 
del conflicto y el daño que ha ocasionado, así como acerca de los beneficios 
que traería alcanzar la paz para la región y sus habitantes?

•	 ¿Las acciones propuestas para promover una cultura de paz y mitigar los 
efectos del conflicto (atención a población desplazada; atención a víctimas 
de minas antipersonal; desarme, desmovilización y reintegración; preven-
ción de reclutamiento forzado) están articuladas con los esfuerzos de cons-
trucción de paz?

Participación 

•	 ¿Qué instancias de diálogo, articulación y concertación existen entre la ciu-
dadanía, las autoridades locales y las diferentes entidades del Estado, para 
diseñar e implementar estrategias y acuerdos que contribuyan a la construc-
ción de paz?

•	 ¿Tiene previstos mecanismos para el fortalecimiento de organizaciones de 
mujeres, víctimas, defensores de derechos humanos, jóvenes, gremios, pobla-
ción indígena, afro y de la población en general para que cumplan su papel en 
la construcción de paz?, ¿a qué herramientas recurrirá para motivar y asegu-
rar una participación en cantidad y calidad tales que permita atender los retos 
de la construcción de paz?, ¿cómo mejorar los mecanismos de articulación 
entre estas organizaciones y las acciones de las autoridades territoriales? 

•	 ¿Cómo fortalecer los procesos de control y veeduría ciudadana en los pro-
yectos, planes y estrategias de construcción de paz?

Acuerdos de Paz

•	 ¿Cuenta el territorio con programas o agendas de paz para alistar o prepa-
rar la implementación de eventuales acuerdos de paz?

•	 ¿Se ha previsto el desarrollo de proyectos de construcción de paz, de miti-
gación de los efectos del conflicto y de implementación de acuerdos de paz 
con enfoque de género, poblacional y etario?; ¿se han previsto mecanis-
mos para analizar y actuar sobre los impactos que podría tener la firma de 
eventuales acuerdos de paz con la insurgencia?, ¿con la llegada de pobla-
ción excombatiente?, ¿en las comunidades receptoras?, ¿en la capacidad 
institucional para enfrentar los nuevos desafíos?; ¿qué mecanismos se han 
definido para lograr un equilibrio en la atención a la población en general, 
incluyendo a las víctimas y a excombatientes en la etapa de la transición 
hacia la paz?
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•	 Bajo los lineamientos del nivel nacional, ¿se tienen previstas iniciativas espe-
ciales de desarrollo alternativo, desarrollo rural, garantías para la población 
y excombatientes, entre otros, en las regiones más afectadas por el conflicto 
y que eventualmente sean priorizadas tras la firma de un acuerdo de paz?

2.1.1.	Desarrollo rural integral

La transición demográfica, la violencia rural y la urbanización del país modifi-
caron los patrones de ocupación del territorio. A diferencia de hace cincuenta 
años, hoy en día vive más gente en los centros urbanos que en las áreas rurales. 
No obstante, según el Informe Nacional de Desarrollo Humano (INDH) (2011), 
alrededor de la tercera parte de la población del país (32%), tres cuartas partes 
del total de municipios (75%) y la mayoría de su territorio físico (94%) se carac-
terizan por tener condiciones propias de sociedades rurales. Los gobernantes de 
los departamentos y municipios están llamados a reconocer y actuar sobre tal 
realidad.

La tierra es el activo más importante del mundo rural, pero está extremada-
mente concentrada, lo cual representa un obstáculo para las oportunidades 
de desarrollo humano. Esa desigualdad se expresa en el coeficiente de Gini 
de tierras que es 0,875 (INDH, 2011), uno de los más altos de América Latina. 
Además, según datos de la Misión para la Transformación del Campo (DNP y 
MTC, 2014) citada en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un 
nuevo país” (DNP, 2015), apenas el 36,4% de los hogares rurales tienen acceso 
a la tierra.

Una de las estrategias transversales del Plan Nacional de Desarrollo 2014–
2018 “Todos por un nuevo país” para consolidar sus tres pilares, Paz, Equidad 
y Educación, es justamente la transformación del campo, a la cual se le asignan 
en el Plan de Inversiones más de 49 billones de pesos. Entre muchas otras, este 
Plan incluye cuatro acciones en las cuales hay margen de intervención e inciden-
cia por parte de las autoridades territoriales: i) la actualización de los catastros 
municipales; ii) la creación de un subsidio integral para el acceso a tierra y de-
sarrollo productivo al cual los entes territoriales podrán presentar solicitudes en 
representación de los posibles beneficiarios; iii) la promoción y financiación de 
acciones por parte del Ministerio de Agricultura para la formalización de tierras 
de naturaleza privada; y iv) la modificación del funcionamiento de las Unidades 
Municipales de Asistencia Técnica Directa Rural, para armonizarlas con el Siste-
ma Nacional de Ciencia y Tecnología.

En el Plan Nacional de Desarrollo “Todos por un nuevo país” (DNP, 2015), 
también, se tratan otros temas de interés para las autoridades territoriales, den-
tro de los cuales se encuentran: las potencialidades del impuesto predial para 
regular y promover cambios en los usos del suelo; la focalización de zonas de 
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desarrollo estratégico para incentivar actividades forestales y silvopastoriles; los 
programas masivos de dotación de bienes públicos rurales; las apuestas de in-
clusión productiva de los pobladores rurales en aras de fortalecer la clase media 
rural; el impulso a la agricultura familiar; y la creación de un Fondo de Desarrollo 
Rural con mecanismos de ejecución en el territorio.

Entonces, un candidato o candidata a ser gobernante de una entidad terri-
torial debería contar con una propuesta integral de desarrollo rural, basada en 
un proceso de planeación participativa y que comprenda, por lo menos, seis 
grandes aspectos: i) el acceso a la tierra; ii) los conflictos de uso y ocupación del 
suelo y su impacto sobre la sostenibilidad ambiental; iii) la lucha contra la po-
breza rural con énfasis en la situación de campesinos, indígenas, afros, mujeres, 
jóvenes y otros sectores de la población; iv) el impulso a la agricultura familiar; 
v) el fortalecimiento de la institucionalidad territorial para el desarrollo rural; y vi) 
los retos del post acuerdo y de la construcción de paz territorial en el mediano 
y largo plazo, ante la posibilidad de la firma de un acuerdo de paz; este último 
aspecto es significativo si se considera que el primer punto de los acuerdos de 
La Habana se enfoca, precisamente, en los cambios requeridos para una política 
de desarrollo agrario integral. 

Acceso a la tierra

•	 ¿Cuáles grupos poblacionales en el municipio o departamento se encuen-
tran en peor condición con respecto al acceso o formalización de tierras?, 
¿qué estrategia se puede plantear para acceder a los programas creados por 
el Gobierno Nacional en la materia? 

Conflictos de uso y ocupación y sostenibilidad ambiental

•	 ¿Qué planteamientos propone con respecto al cumplimiento o actualización 
del POT o EOT? 

•	 ¿Qué plantearía para modernizar el catastro en su territorio?, ¿cuál es el 
nivel de recaudo del impuesto predial de su municipio?, ¿qué plantea para 
mejorarlo? 

Lucha contra la pobreza rural

•	 ¿Cuál es la oferta de bienes y servicios públicos que hay que priorizar en las 
áreas rurales de su entidad territorial?, ¿por qué?

•	 ¿Cuál estrategia propone para acceder a los programas gubernamentales 
que se plantean en el Plan Nacional de Desarrollo para las zonas rurales? 
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•	 ¿Qué acciones propone con el fin de que su entidad territorial sea incluida 
en los planes de inversión para el desarrollo rural de la Nación?

Impulso a la agricultura familiar

•	 ¿Cuál sería la estrategia para insertarse en la oferta pública planteada por el 
Gobierno nacional para promover la agricultura familiar?, ¿cómo articularía 
los esfuerzos municipales, con los departamentales y nacionales?, ¿cómo 
articularía los programas de crédito y asistencia técnica que tiene el gobier-
no nacional con su entidad territorial? 

Fortalecimiento de la institucionalidad territorial para el 
desarrollo rural

•	 ¿Cómo se propone articular las sugerencias del Comité Municipal de Desa-
rrollo Rural con el programa de gobierno y el posterior Plan de Desarrollo? 

•	 ¿Cómo usaría los recursos de su entidad territorial (financieros, humanos, 
físicos) para atender la problemática del sector agropecuario?

•	 ¿Cuál es la propuesta de asesoría y asistencia técnica agropecuaria para los 
pequeños productores?

Post acuerdo y construcción de paz con enfoque territorial

•	 ¿Cómo articularía las necesidades y programas de desarrollo rural con la 
agenda de construcción de paz en su entidad territorial?

2.1.2.	Atención y reparación integral a las víctimas

La atención y reparación integral a las víctimas está expresamente definida en 
varios instrumentos internacionales, insertos en la jurisprudencia colombiana a 
partir de la figura del Bloque de Constitucionalidad. La expedición de la Ley 
1448 de 2011, creó un nuevo escenario jurídico e institucional que pretende, 
en una vigencia de diez años, garantizar a la población víctima el acceso a la 
verdad, la justicia y la reparación integral, además de mejorar sus condiciones de 
vida y procurar su integración a la sociedad como ciudadanos y ciudadanas en 
pleno ejercicio de sus derechos16. 

16  Así mismo, el artículo 25 de la Ley 1448 establece el derecho de las víctimas a ser reparadas de manera 
adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño sufrido como consecuencia de las violacio-
nes graves y manifiestas a los Derechos Humanos (DDHH) con ocasión del conflicto armado, e infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario (DIH).  
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La reparación integral (que tiene dos dimensiones: una individual y una colectiva) 
incluye el desarrollo de medidas orientadas a satisfacer los derechos a la resti-
tución, tendientes a que las víctimas puedan volver a la situación anterior a la 
violación de sus derechos. La indemnización se establece cuando se han presen-
tado circunstancias de daño moral y de daños materiales, producto de graves 
violaciones a los derechos humanos que han afectado el desarrollo de las víctimas 
y que, por tanto, pueden ser tasadas económicamente para ser compensadas. La 
rehabilitación consiste en el desarrollo de programas o estrategias de carácter jurí-
dico, médico, psicológico y social enfocadas al restablecimiento de las condiciones 
físicas, psicológicas y sociales de las víctimas. Finalmente, las disposiciones de sa-
tisfacción y garantías de no repetición, plantean la obligación por parte del Estado 
de adoptar medidas adecuadas para evitar que las víctimas vuelvan a ser sujeto de 
violación a sus derechos humanos, y evitar así la afectación de su dignidad. 

En razón de lo anterior, las entidades territoriales tienen competencia en la 
formulación e implementación de políticas orientadas a garantizar los derechos 
de las víctimas y la protección de los derechos humanos.

Todas las víctimas del conflicto y la violencia, independientemente del actor 
perpetrador, deben ser reconocidas y asistidas. En el capítulo “Seguridad, justi-
cia y democracia para la construcción de paz” del Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018 “Todos por un nuevo país”, se aborda el tema de las víctimas, los 
derechos humanos, la prevención del reclutamiento forzado y la violencia sexual 
contra niñas, niños, jóvenes y adolescentes. En este se desarrollan las obligacio-
nes territoriales en atención a víctimas, se señala que “Las inversiones realiza-
das con recursos propios de las entidades territoriales en asistencia, atención y 
reparación integral a las víctimas, debidamente certificadas por las autoridades 
competentes, se tendrán como parte de pago proporcional de sus obligaciones 
adquiridas con cargo a los fondos de cofinanciación administrados por Findeter 
y cobradas coactivamente por dicha institución”.

Las siguientes son algunas preguntas generales que pueden guiar la inclusión 
de soluciones a las víctimas en los programas de gobierno:

•	 ¿Cuáles son las propuestas, programas y/o proyectos encaminados a lograr 
la reparación integral (indemnización, rehabilitación y satisfacción) de las 
víctimas de su territorio?, ¿cómo fortalecerá la respuesta institucional para 
la atención a las víctimas? 

•	 ¿Cómo promoverá en su municipio o departamento alianzas estratégicas 
que permitan la inclusión de las víctimas en programas de empleo y educa-
ción?, ¿tiene previsto en su territorio el desarrollo de espacios de recupera-
ción de la memoria histórica que permitan conocer lo sucedido y evitar que 
los hechos se vuelvan a repetir?
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•	 ¿Las víctimas de violencia sexual, en el marco del conflicto acceden a aten-
ción en salud? ¿Al hacerlo se les informan sus derechos y se respeta su 
privacidad? ¿existe atención adecuada en salud mental para las víctimas de 
violencia sexual en el marco del conflicto armado, en particular las mujeres?

•	 ¿Cómo facilitará escenarios de diálogo con las organizaciones de víctimas, 
procurando todas las garantías para una efectiva participación?, ¿cómo tie-
ne previsto trabajar con las víctimas y las organizaciones que no hacen parte 
de los escenarios de participación de la Ley 1448 de 2011?

•	 ¿Cómo se prevé fortalecer la capacidad de las organizaciones de víctimas y 
las víctimas para adelantar procesos de veeduría en relación con los planes, 
programas y proyectos que les atañen? 

Una de las prioridades del país y, especialmente de sus regiones, es mitigar los 
efectos ocasionados por el conflicto. Deberá darse especial atención en los te-
rritorios a la población desplazada de manera forzosa, a los niños, niñas, ado-
lescentes y jóvenes que están en riesgo de ser reclutados por grupos armados 
ilegales, a las víctimas de Minas Antipersonal (MAP), Artefactos Explosivos Im-
provisados (AEI) y Municiones Sin Explotar (MUSE); y, ante un eventual acuerdo 
de paz, a las personas que retornarán a sus hogares y a quienes dejen las armas. 

Para intentar dimensionar estos retos, debe saberse que Colombia tiene 11.043 
víctimas por MAP y MUSE, entre civiles y miembros de la Fuerza Pública; el número 
de víctimas de desplazamiento forzado es de 6’419.362 entre 1985 y febrero de 
2015, según el Registro Único de Víctimas (RUV); y entre 2003 y 2014 se han des-
movilizado en el país 57.082 integrantes de grupos armados al margen de la ley. 
Las anteriores cifras reflejan parte del impacto del conflicto armado en la población. 

Estas problemáticas se tratan de manera especial en el capítulo “Seguridad, 
justicia y democracia para la construcción de paz” del Plan Nacional de Desa-
rrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, específicamente en el acápite 
denominado “Retos en el fortalecimiento del Estado social de derecho para ga-
rantizar los derechos de las víctimas y la transición a la paz” (DNP, 2015, p. 389).

Los gobernantes territoriales, así como la ciudadanía, tienen una responsabi-
lidad significativa para contribuir a resolver las dificultades que afrontan estas 
poblaciones, y, por ello, es necesario que en los programas de gobierno se ten-
gan en cuenta las siguientes preguntas orientadoras:

Víctimas y comunidades afectadas por Minas Antipersonal (MAP) 
y Municiones Sin Explotar (MUSE)

•	 ¿Tiene previsto el diseño, desarrollo y seguimiento de un plan de acción 
integral contra MAP y MUSE?, ¿cómo apoyar la participación en dicho plan, 
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de las comunidades en general y las víctimas de minas en particular?, ¿cómo 
se incluirían la restitución de tierras, los retornos y el desarrollo rural en las 
áreas afectadas por estos artefactos?

•	 ¿Cómo trabajar articuladamente entre diferentes niveles de gobierno para 
garantizar a las víctimas de MAP y MUSE de manera integral su reparación, 
rehabilitación e inclusión socioeconómica?

•	 ¿Qué estrategias se deberán incluir en las instituciones educativas para pro-
mocionar la educación en el riesgo por MAP y MUSE?, ¿en qué otros es-
pacios comunitarios e institucionales es posible impulsar dicha educación? 

•	 ¿Cómo fortalecer la capacidad de las instituciones locales, de las organiza-
ciones y de la comunidad, para reaccionar frente a situaciones ocasionadas 
por las MAP y para prestar asistencia a las víctimas?

Víctimas del desplazamiento forzado

•	 ¿Cómo se articulará con el Gobierno Nacional para ejecutar mecanismos 
que garanticen y protejan los derechos de estas víctimas?

•	 ¿Dentro del presupuesto se priorizará la inversión para atender integralmente a 
la población desplazada y para prevenir este delito?, ¿se ha previsto un presu-
puesto participativo en el que se tenga en cuenta la voz de la población y de las 
organizaciones que trabajan por la defensa de los derechos de esta población?

•	 ¿Cómo garantizar la ayuda humanitaria a esta población, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1448 de 2011?

•	 ¿Cómo fortalecerá el goce efectivo de los derechos de la población desplazada 
a la educación, vivienda digna, generación de ingresos, restitución de sus tierras, 
el acceso a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición?

•	 ¿Cuenta el territorio con mecanismos de veeduría y control ciudadano para 
monitorear el cumplimiento de los derechos de esta población?, ¿cómo 
pueden las autoridades territoriales impulsar estos procesos?

Reclutamiento de niños, niñas y adolescentes 

•	 ¿Se ha previsto la implementación territorial de planes para la prevención 
del reclutamiento y el uso y la violencia sexual contra niños, niñas, adoles-
centes y jóvenes?

•	 ¿Cuenta el territorio con rutas de prevención del reclutamiento, utilización y vio-
lencia sexual contra niños, niñas y adolescentes por parte de los grupos ilegales?

•	 ¿Qué mecanismos de articulación es posible fortalecer para establecer el 
diálogo entre el Gobierno Nacional y territorial, tendiente al diseño e imple-
mentación de políticas, estrategias y programas sobre la temática?
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•	 ¿En sus territorios funcionan las Mesas de Prevención del Reclutamiento?, 
¿cómo funcionan y que se podría hacer para fortalecerlas?

•	 ¿Existen en el territorio organizaciones que estén trabajando sobre esta pro-
blemática?, ¿qué acciones se proponen para su fortalecimiento?, ¿existen 
veedurías ciudadanías para el control de la acción de las autoridades terri-
toriales?

•	 ¿Se ha promovido la participación de los niños, niñas, adolescentes, sus 
familias comunidades y redes significativas en las estrategias de prevención 
del reclutamiento?

Desarme, desmovilización y reintegración

•	 ¿Se han construido ambientes favorables para la convivencia y la reconci-
liación y una reintegración con enfoque comunitario?, ¿existen espacios 
y procesos de reconciliación en el territorio que sean importantes de for-
talecer?

•	 ¿Qué tipo de intervención se ha realizado en el territorio para atender a la 
nueva población excombatiente que llega a los territorios y a las comuni-
dades receptoras?, ¿qué intervención se pretende adelantar en caso de un 
eventual acuerdo de paz con las guerrillas?

•	 ¿Se tiene previsto desarrollar programas en articulación con las entidades 
nacionales para apoyar procesos que permitan a los excombatientes ser ciu-
dadanos productivos?, ¿estos programas están vinculados con proyectos 
más amplios de desarrollo, seguridad, reconciliación y reconocimiento de 
las víctimas?

•	 ¿Cómo se fortalecerán los espacios y procesos de planificación participativa 
para que la ciudadanía participe de manera activa en los procesos de desar-
me, desmovilización y reintegración? 

2.1.3.	Promoción de una cultura de paz

Colombia vive un momento muy importante en materia de construcción de 
una cultura de paz y derechos humanos con enfoque territorial. El Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país” busca “fortalecer el 
proceso de construcción de paz y garantizar su sostenibilidad para permitir al 
país y a sus ciudadanos alcanzar su pleno potencial como nación” (DNP, 2015, 
p. 45). 

Por su parte, la comunidad internacional viene afirmando la necesidad de 
reconocer la paz como un derecho de toda la humanidad y priorizar el progreso 
hacia el desarrollo integral de una cultura de paz por medio de valores, actitu-
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des, comportamientos y estilos de vida propicios para el fomento de la paz entre 
las personas, los grupos y las naciones17. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2014–2018 “Todos por un nuevo país” expresa 
la visión según la cual “Colombia será un país conformado por ciudadanos con 
capacidad de convivir en paz, respetando los derechos humanos, la diversidad 
poblacional, las normas, y las instituciones” (DNP, 2015, p. 72). La estrategia de 
“Movilidad Social” del Plan refleja la necesidad de la formación de ciudadanos 
para la convivencia pacífica en torno a la cultura, el deporte y el desarrollo de 
actividades lúdicas y recreativas, como acción estratégica en materia de cultura 
de paz. 

Así mismo, subraya la importancia de aprovechar el potencial de los medios 
de comunicación en los procesos de aprendizaje, para fortalecer la cultura de 
la paz, la no violencia y la capacidad crítica de los estudiantes y la comunidad; 
la práctica de los DDHH-DIH, la prevención, manejo y solución de conflictos, la 
consolidación de una cultura ciudadana, la convivencia y la vivencia de valores.

Con el fin de fomentar la cultura de paz y el goce efectivo de los derechos hu-
manos, el programa de gobierno debería responder los siguientes interrogantes:

•	 ¿Cuáles estrategias promoverá para construir escenarios de paz, reconci-
liación, cultura ciudadana y convivencia pacífica en su territorio?, ¿cómo 
reforzará comportamientos creencias o actitudes individuales y colectivas en 
pro de la paz?

•	 ¿Cómo garantizará que la educación para la paz comprenda diversas for-
mas, espacios y expresiones educativas?, ¿Cómo estimulará el trabajo en el 
aula entre los estudiantes, docentes, padres de familia y la comunidad en 
temas relacionados con la cultura de paz y la educación para la paz? 

•	 ¿Cómo se promueve la transformación de ideas, narrativas, imaginarios, 
creencias, discursos y prácticas que consoliden una cultura de paz?

•	 ¿Cómo trabajará con niños, niñas, adolescentes y jóvenes para conocer sus 
expectativas e intereses y recoger sus propuestas sobre programas formales, 
no formales e informales de educación para la paz, así como iniciativas so-
cioculturales para promover cultura de paz?

•	 ¿Cuáles instituciones tendrán competencias en cultura de paz en su territorio?

17   En el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, se señala que si bien se han 
dado algunos pasos para alcanzar este propósito mediante instrumentos jurídicos no vinculantes, como las 
resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 33/73 de 1978 “Declaración sobre la prepa-
ración de las sociedades para vivir en paz” y 39/11 de 1984, “Declaración sobre el Derecho de los Pueblos 
a la Paz”, el contexto internacional avanza hacia la adopción de este principio como prioridad de todas las 
naciones que atraviesan por conflictos violentos.
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La educación representa para Colombia una oportunidad histórica en la re-
construcción del tejido social, la superación de la violencia, la construcción 

de alternativas para superar la inequidad y el fortalecimiento de las instituciones. 
Así, la consolidación de una paz estable y duradera atraviesa, esencialmente, 
por un proyecto educativo que mezcle las dimensiones del ser y el saber, en un 
currículo sólido que privilegie el aprendizaje de la ciudadanía y la convivencia 
pacífica (capacidad para tomar decisiones autónomas, respetar la diferencia y los 
derechos, tramitar pacíficamente los conflictos, construir memoria, participar en 
la política y valorar la democracia).

La clave para que la educación sea capaz de afianzar una nación en paz, es 
reconocer que cumple un doble papel en el desarrollo de la misma. Por una 
parte, es una vía para que los individuos se formen libremente y, por otra, es un 
medio fundamental para el logro de objetivos colectivos orientados al progreso 
económico, la democracia y la igualdad. De acuerdo con la Constitución Política 
“Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de 
la educación con el fin de velar por su calidad, el cumplimiento de sus fines y 
la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el 
adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones 
necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo” (Constitución 
Política de Colombia, 1991, artículo 67)18.

Aun cuando en el país se ha avanzado considerablemente en la cobertura edu-
cativa, una revisión del sistema educativo a nivel regional corrobora la profunda 
desigualdad. Los desequilibrios que se presentan en materia de ingresos, pobre-
za y desigualdad también son notorios, en términos de educación, en factores 
como analfabetismo, infraestructura, deserción, repitencia, acceso a la educación 

18   Además, el artículo 67 de la Constitución Política establece: “La educación es un derecho de la persona 
y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, 
a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. La educación formará al colombiano en el respeto 
a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el 
mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. El Estado, la sociedad y 
la familia son responsables de la educación, que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad 
y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica. La educación será 
gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan 
sufragarlos”.

2.2
EDUCACIÓN EJE ARTICULADOR 
DEL DESARROLLO Y LA PAZ
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superior, y muy bajos resultados en pruebas externas nacionales e internaciona-
les (Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes (PISA), 2012).

En el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, la 
educación es esencial para que la paz y la equidad se logren, en tanto ella se 
convierta en una oportunidad de acceso al conocimiento, en un instrumento 
para la resolución pacífica de conflictos, para la aceptación y para la conviven-
cia en medio de la diferencia, así como también para la participación activa en 
escenarios de toma de decisión y de competitividad. En el capítulo “Colombia 
la más educada” (DNP, 2015), para lograr el objetivo orientado a cerrar las bre-
chas en acceso y calidad a la educación entre individuos, grupos poblacionales 
y regiones, se proponen las siguientes líneas de acción:

	Potenciar la educación inicial.

	Alcanzar la calidad educativa en educación básica y media.

	Mayor cobertura y permanencia en el sistema educativo.

	Construcción del sistema de educación terciaria con mayor acceso, cali-
dad y pertinencia.

	Desarrollos del Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP).

	Colombia libre de analfabetismo.

	Colombia bilingüe.

	Potencialización de las capacidades y los talentos excepcionales.

Desde esta perspectiva, las entidades territoriales están llamadas a coadyuvar 
al logro de las metas relacionadas con la cobertura y a redoblar esfuerzos para 
mejorar la calidad del servicio educativo. De manera que el contexto social y 
productivo empiece a recibir jóvenes y adultos capaces de enfrentar los desafíos 
de una sociedad que acoge la cultura de la paz y quiere alcanzar un desarrollo 
sostenible. Por tanto, se espera que en los programas de gobierno se propongan 
respuestas a los siguientes interrogantes, y se tenga en consideración el marco 
de las competencias que le corresponden a la nación y a cada una de las enti-
dades territoriales: 

Aporte a la equidad desde la educación

•	 ¿Cómo ampliará la cobertura en educación inicial y media, especialmente 
en las zonas rurales?, ¿cómo incentivará el acceso y la permanencia de do-
centes y estudiantes en las zonas rurales?, ¿qué programa se implementará 
para comprometer a docentes y directivos docentes en la reducción de la 
repitencia y la deserción, sin que ello ponga en riesgo la calidad? 
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•	 ¿Qué estrategias adicionales propone para facilitar el acceso a la educación 
superior, especialmente de estudiantes de las zonas rurales y sub-urbanas 
de su territorio?

•	 ¿Qué hará su gobierno en materia de erradicación del analfabetismo en su 
región? 

•	 ¿Cómo garantizará que la infraestructura física de las instituciones del sec-
tor público, no sea un factor de exclusión social y bajos niveles de calidad en 
el servicio educativo?

•	 ¿Qué programas se implementarán y con qué instituciones se trabajará para 
potenciar la investigación y la innovación en la formación de los niños, ni-
ñas, jóvenes, personas en extraedad y adultos de su entidad territorial?, 
¿Qué alternativas adicionales propone para la obtención de mejores resul-
tados en las pruebas externas (nacionales e internacionales) sin que ello se 
convierta en la única finalidad de la institución educativa?

Aporte a la paz desde la educación

•	 ¿Qué metas se plantearán para avanzar en la implementación de la jornada 
única y cómo se lograrán?, ¿qué otras alternativas propone desarrollar para 
garantizar la protección de niños, niñas y jóvenes frente a riesgos de ser 
captados por grupos ilegales y de explotación laboral infantil, así como para 
mejorar la calidad de la educación?

•	 ¿Qué alternativas implementará para garantizar la atención de la diferencia 
cultural, racial, étnica, religiosa, orientación sexual y discapacidad, en las ins-
tituciones educativas de su entidad territorial?, ¿qué propuestas adicionales 
tiene para reducir la incidencia en la generación de situaciones de violencia 
e inseguridad en los ambientes escolares de territorio?, ¿qué programas 
implementará para fortalecer la participación estudiantil en escenarios de 
toma de decisiones que beneficien a la entidad territorial?

•	 ¿De qué forma se impulsará la transformación de estereotipos discrimina-
torios por motivos de sexo, raza y orientación sexual desde el sector edu-
cativo? ¿cómo se promoverán relaciones más equitativas entre hombres y 
mujeres?
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En la última década, Colombia ha logrado avances significativos en la reducción 
de la pobreza, al bajar su incidencia del 50% en 2002 al 30% en 2013 (DANE, 

2014). En el mismo período, el desempleo se redujo del 15,5% al 9,6% (PNUD, 
2014), el más bajo en los últimos trece años. Sin embargo, la disminución de la 
desigualdad en los ingresos ha tenido un comportamiento más lento. El coeficiente 
de Gini19 descendió de 0,594 en 2002 (DANE y DNP, 2010) a 0,539 en 2013 (DANE, 
2014); y es todavía mayor al encontrado en 1988 cuando se calculó en 0,531 (Ban-
co Mundial, 2014), y muy superior al promedio de la Organización para la Coopera-
ción y Desarrollo Económico -0,32- para el 2011 (OCDE, 2015). 

El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, plantea 
los siguientes objetivos para una Colombia equitativa y sin pobreza extrema (DNP, 
2015):

	Erradicar la pobreza extrema en 2024 y reducir la pobreza moderada.

	Reducir las brechas poblacionales en materia de ingresos.

	Reducir las brechas poblacionales y territoriales en la provisión de servicios 
de calidad en salud, educación, servicios públicos, infraestructura y conec-
tividad.

	Promover el desarrollo económico incluyente del país y sus regiones.

Las metas propuestas se orientan a que en 2018 se reduzca la pobreza multidimen-
sional a 17,8% y a que la desigualdad medida por el coeficiente de Gini sea 0,52; 
igualmente, se busca reducir la tasa de desempleo a alrededor del 8% y atender a 
2 millones de niños y niñas en el marco de la estrategia De Cero a Siempre (DNP, 
2015). 

Para ello, se plantean los siguientes lineamientos: i) fortalecer la inclusión social a 
través de una oferta de programas de protección y promoción social articulada y fo-
calizada; ii) fomentar una verdadera inclusión productiva y financiera con mecanis-
mos efectivos de generación de ingresos y empleo; iii) articular las acciones públicas 
para el cierre de brechas poblacionales, con acceso a servicios de calidad; iv) ampliar 
las oportunidades de conectividad que promuevan los procesos de desarrollo terri-
torial; v) construir ciudades amables y sostenibles para la equidad; vi) diversificar y 

19   De acuerdo con el DANE, el coeficiente de Gini mide la desigualdad de ingresos; oscila entre 0 y 1: mien-
tras más cercano de 1 esté, más desigualdad existe entre los ingresos de los hogares.

2.3
SUPERACIÓN DE 
LA POBREZA Y LA 
DESIGUALDAD
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sofisticar las apuestas productivas de las regiones propendiendo por mayores niveles 
de inclusión productiva y social, vii) potenciar la contribución de la Ciencia, Tecnología 
e Innovación (CTI) en el desarrollo de iniciativas productivas que ayuden a reducir las 
brechas de la población; viii) fortalecer la competitividad agropecuaria para consoli-
dar el campo como generador de empleo y riqueza para los habitantes rurales.

Especial atención deberá otorgarse a la lucha contra la pobreza de la población 
desplazada, la cual registra más del doble que la presentada en promedio en Co-
lombia (Ibáñez y Moya, 2007). Por ello, mediante el CONPES 3616 de 2009 (DNP, 
2009), el Gobierno Nacional impartió lineamientos encaminados a generar ingresos 
y empleo para la población en pobreza extrema y/o en situación de desplazamiento 
forzado. Su objetivo es desarrollar e incrementar el potencial productivo de esta po-
blación y alcanzar su estabilización socioeconómica.

De ahí se deriva la necesidad de que los programas de gobierno territoriales conside-
ren propuestas que puedan dar respuestas a las siguientes inquietudes: 

Desarrollo social y económico

•	 ¿De qué forma se articularía el programa de gobierno con el Plan Nacional de 
Desarrollo, en materia de desarrollo social?

•	 ¿Cómo se implementarán acciones para cerrar brechas urbano-rurales y de géne-
ro en su territorio?; ¿cuál es la propuesta para promover y fortalecer estructuras 
locales público-privadas que fomenten el desarrollo económico local incluyente?

Empleo y emprendimiento

•	 ¿Cuál es su propuesta para reducir la desigualdad y promover el empleo y la ge-
neración de ingresos?, ¿cómo se vinculará al sector privado local en los procesos 
de generación de empleo e ingresos?

•	 ¿Cómo se articularán y/o complementarán los programas nacionales de forma-
ción, empleabilidad y emprendimiento en el programa de gobierno?, ¿cuál es 
la estrategia que se propone para que estos programas lleguen a la población 
más vulnerable?, ¿se tiene previsto diseñar programas de formación laboral para 
mujeres sin consideración a estereotipos laborales20?

•	 ¿Qué acciones se proponen, en el marco de la Ley 823 de 2003 sobre igualdad 
de oportunidades para las mujeres, para implementar programas que aseguren 
la no discriminación laboral de este grupo poblacional?

Trabajo infantil 

•	 ¿Cuáles son las propuestas para prevenir y erradicar las peores formas de trabajo 
infantil?

20   Los estereotipos laborales hacen referencia a paradigmas culturales según los cuales existen labores reser-
vadas exclusivamente para los hombres o para las mujeres.
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C olombia es altamente vulnerable frente al cambio climático, presenta mu-
chos conflictos socioambientales21 y, al mismo tiempo, es uno de los países 

con mayor biodiversidad a nivel mundial. Esta última característica es esencial 
por los servicios que ofrece para el bienestar y desarrollo humano sostenible 
(agua, prevención de inundaciones y remociones, alimento y valores culturales, 
entre otros).

El desarrollo sostenible, la gestión ambiental y del riesgo, son indispensables 
en la gestión territorial y, por lo tanto, hacen parte de las competencias defini-
das por la normatividad colombiana para las entidades departamentales y mu-
nicipales22. Adicionalmente, en un escenario de post acuerdo de paz se plantean 
retos para las entidades territoriales, en especial (Sistema de las Naciones Unidas 
en Colombia y Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2014): 

•	 Un ordenamiento territorial concertado que incluya las consideraciones am-
bientales, como elemento fundamental para la sostenibilidad territorial.

•	 La implementación de una reforma rural integral frente al manejo de las zo-
nas de reserva forestal, para evitar la promoción de actividades productivas 
incompatibles con su vocación.

•	 Los conflictos socio-ambientales derivados de actividades extractivas y sus 
potenciales impactos sobre el medio ambiente. 

•	 La necesidad de fortalecer la institucionalidad local, en temas relacionados 
con la construcción de paz y sostenibilidad, especialmente enfocada en 
aquellas instituciones con competencia en gestión ambiental. 

21  De acuerdo con el Atlas Global de Justicia Ambiental (EJOLT, 2014), después de la India, Colombia figura 
como el segundo país del mundo con mayores conflictos socio ambientales, los cuales se relacionan prin-
cipalmente con el uso del suelo, conservación de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos, actividades 
minero energéticas y gestión del agua e infraestructura.

22   Las siguientes normas establecen las competencias de las entidades territoriales: Constitución Política de 
Colombia (artículo 313), Ley 715 de 2001 (artículo 74 para departamentos y artículo 76 para municipios), 
Ley 99 de 1993 (artículo 64 para los departamentos y artículos 65 y 66 para los municipios), Ley 388 de 
1997 (artículo 10); Ley 1454 de 2011, Ley 1523 de 2012, Decreto 3600 de 2007 y Decreto 1807 de 2014.

2.4
DESARROLLO SOSTENIBLE 
Y GESTIÓN AMBIENTAL
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•	 El cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (UN, 2015)23, par-
ticularmente los nueve objetivos asociados con la gestión ambiental, de los 
cuales siete tienen relación directa con las funciones de los municipios sobre 
el ordenamiento territorial, agua potable, empleo y desarrollo institucional, 
tal como se presenta en la tabla siguiente.

De igual manera, las recomendaciones de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (OCDE) involucran 44 temas ambientales que garan-
tizan un crecimiento sostenible e incluyente en el largo plazo, a los cuales las 
entidades territoriales pueden aportar en el marco de sus competencias.

Tabla 
ODS en la gestión ambiental y el desarrollo sostenible de interés 
para las entidades territoriales

Objetivos de Desarrollo Sostenible

Objetivo 6 Asegurar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua y el saneamiento básico para todos.

Objetivo 8
Promover el crecimiento económico de manera sostenida, inclusiva y sustentable, con empleo 
productivo y decente para todos.

Objetivo 11 Volver las ciudades y los asentamientos humanos incluyentes, seguros, resilientes y sostenibles.

Objetivo 13 Tomar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus impactos.

23   El PNUD y el Grupo de las Naciones Unidas para el Desarrollo (GNUD) han estado facilitando una conver-
sación a nivel global, sin precedentes, a través de la cual grupos y personas interesadas pueden contribuir 
con ideas y propuestas para la implementación de la agenda de los ODS en los países y a nivel mundial. 
Los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible propuestos son: erradicar la pobreza mundial en todas sus for-
mas, erradicar el hambre, lograr la seguridad alimentaria, mejorar la nutrición y promover la agricultura 
sostenible, asegurar una vida sana y promover el bienestar de todos en todas las edades, garantizar una 
educación de calidad y equitativa y promover las oportunidades de aprendizaje permanente para todos, lo-
grar la igualdad de género y el empoderamiento de todas las mujeres y niñas, garantizar la disponibilidad y 
la gestión sostenible del agua, garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible y moderna, 
promover el crecimiento económico sostenible e inclusivo y el trabajo decente, promover la industrializa-
ción inclusiva y sostenible y fomentar la innovación, reducir la desigualdad en y entre países, hacer que las 
ciudades y asentamientos humanos sean incluyentes, seguros, resilientes y sostenibles, asegurar pautas 
de consumo y producción sostenibles, adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus 
impactos, conservar y utilizar de manera sostenible los océanos, los mares y los recursos marinos, proteger, 
restaurar y promover el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, el manejo sostenible de los bosques, 
combatir la desertificación, detener y revertir la degradación de la tierra y detener la pérdida de biodiversi-
dad, promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia 
para todos y construir instituciones eficaces, responsables e inclusivas en todos los niveles, facilitar medios 
y revitalizar las colaboraciones para el desarrollo sostenible.
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Fuente: UN. (acceso: 25 de febrero de 2015). sustainabledevelopment. Recuperado de Open 

Working Group proposal for Sustainable Development Goals: https://sustainabledevelopment.

un.org/focussdgs.html

El Plan Nacional de Desarrollo “Todos por un nuevo país” aborda los temas 
ambientales en gran parte de sus estrategias transversales. En “Competitivi-
dad e infraestructura estratégica” se da relevancia al ordenamiento territo-
rial, al crecimiento económico fuerte y ambientalmente sostenible y a reducir 
los impactos ambientales causados por la infraestructura. Adicionalmente, se 
plantea como objetivo, consolidar el sector minero energético con respon-
sabilidad social y ambiental. En la estrategia de “Movilidad social” se habla 
de construcciones urbanas sostenibles y de la promoción de la sostenibilidad 
ambiental asociada a la prestación de los servicios de acueducto, alcantarillado 
y aseo. 

En el eje de “Transformación del campo” se expone la importancia de un 
ordenamiento social, ambiental y productivo del territorio. Por su parte, la 
estrategia de “Crecimiento verde”, tiene como objetivos: 1) avanzar hacia 
un crecimiento sostenible y bajo en carbono; 2) proteger y asegurar el uso 
sostenible del capital natural y mejorar la calidad y la gobernanza ambiental; 
3) lograr un crecimiento resiliente y reducir la vulnerabilidad frente a los ries-
gos de desastres y al cambio climático; 4) proteger y conservar territorios y 
ecosistemas, la mitigación y adaptación al cambio climático, el ordenamiento 
ambiental en territorios de los pueblos indígenas y del pueblo Rom. Asimismo, 
en el pilar de Paz se menciona la importancia de la prevención de los conflictos 
socio-ambientales, en el proceso de construcción de paz (DNP, 2015). 

Las siguientes preguntas pueden orientar el desarrollo sostenible y la ges-
tión ambiental en los programas de gobierno de los candidatos a dirigir las 
entidades territoriales:

•	 ¿Cuáles son las propuestas para impulsar el desarrollo sostenible y la gestión 
ambiental en su departamento, distrito o municipio?, ¿cuáles son los prin-

Objetivo 14
Conservar y utilizar de manera sostenible los océanos, los mares y los recursos marinos para el 
desarrollo sostenible.

Objetivo 15
Proteger, restaurar y promover el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, manejar 
sosteniblemente los bosques, combatir la desertificación, detener y reversar la degradación de 
la tierra y la pérdida de biodiversidad.

Objetivo 16
Promover sociedades pacíficas e incluyentes para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a 
la justicia para todos y construir instituciones efectivas, responsables e incluyentes en todos los 
niveles
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cipales conflictos socio ambientales del territorio que se pretenden atender 
con ellas? 

•	 ¿La comunidad del municipio tiene iniciativas o proyectos para la conserva-
ción y uso sostenible de los recursos naturales renovables?, ¿qué incentivos 
implementa el municipio en apoyo a estas iniciativas?

•	 ¿Considera pertinente en su territorio promover o perfeccionar programas 
de ahorro y uso eficiente del agua, de gestión de residuos sólidos, sistemas 
de información para la gestión ambiental municipal?, ¿por qué?

Instituciones y normatividad

•	 ¿Considera que en su departamento, distrito o municipio, deben delimitarse 
nuevas áreas de conservación y protección de los recursos naturales, paisa-
jísticos, geográficos y ambientales?, ¿cómo lo promovería?

•	 ¿Implementará o mejorará mecanismos para el cumplimiento de las normas 
ambientales: comparendo ambiental e infracción a la norma urbanística, 
entre otros?

•	 ¿Cómo prevé la articulación de la autoridad ambiental, su entidad territorial 
y la comunidad?, ¿sobre qué temas fundamentalmente?, ¿por qué estos te-
mas?, ¿cómo contribuye estos mecanismos de articulación a la disminución 
de los conflictos socio ambientales?
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2.5
GÉNERO Y DERECHOS 
DE LAS MUJERES

En las últimas décadas, son varios los progresos conseguidos para cerrar las 
brechas de género en Colombia; no obstante, todavía queda un largo cami-

no por recorrer y alcanzar la igualdad real entre hombres y mujeres. 

En el ámbito económico, de acuerdo con el último reporte del DANE corres-
pondiente al trimestre diciembre de 2014 a febrero de 2015 (DANE, 2015), 
existe una brecha de más de 20 puntos porcentuales entre hombres y mujeres 
tanto en la tasa de participación como en la tasa de ocupación, y las mujeres 
todavía superan a los hombres en la tasa de desempleo en más de 5 puntos 
porcentuales. Adicionalmente, según el Ministerio de Trabajo, en 2012 los hom-
bres ganaban en promedio 21% más que las mujeres, teniendo el mismo nivel 
educativo24. 

En términos políticos, solo el 19% de las personas electas a la Cámara de Re-
presentantes y un 23% al Senado, son mujeres (Misión de Observación Electoral 
(MOE), 2014)25. Igualmente, la presencia de las mujeres en los Concejos Munici-
pales es tan solo del 16,08% y en las Asambleas Departamentales del 17,94%, 
con menos de un 10% de Gobernadoras y Alcaldesas para el período 2012-
2015 (Mesa de Género de la Cooperación Internacional en Colombia (MGCI), 
2012).

De otra parte, el porcentaje de adolescentes entre 15 y 19 años que eran 
madres o estaban en embarazo descendió de 20,5% en 2005 (Profamilia, 2005) 
a 19,5% en 2010 (Profamilia, 2011). Pero más preocupante todavía resulta el 
embarazo en niñas entre los 10 y los 14 años que representa un riesgo para su 
salud y constituye el delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años, 
tipificado en el artículo 208 del Código Penal.

En Colombia, no solo se siguen presentando cifras alarmantes de violencia 
basada en género contra las mujeres26 sino que aún existe una alta tolerancia 

24   Una de las principales causas de estas brechas se encuentra en el trabajo de cuidado no remunerado que 
ejercen mayoritariamente las mujeres; en ese sentido, se plantea que “Tener personas a cargo reduce la 
oferta laboral femenina en 17.5% y la masculina sólo en 2.5%” (Ministerio de Trabajo, 2015).

25   Estos resultados son más graves en los departamentos donde no aplicó la cuota (por tener menos de 5 
curules).

26   La violencia contra las mujeres es un obstáculo para reducir la pobreza, provoca severas pérdidas en los 
ingresos familiares, disminuye el rendimiento y la productividad laboral y tiene un efecto no menor sobre el 
gasto en salud pública. Además, los costos asociados a la Violencia Basada en Género en Colombia pueden 
representar alrededor del 4% del PIB.
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tanto social como institucional frente a este flagelo27. En el período 2012-
2013, la Fiscalía General de la Nación, citada por el Secretario General del 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas (2014, p. 7), “informó de la in-
vestigación de 86 casos de violencia sexual en el contexto de los conflictos 
armados, que afectaron 154 víctimas”28 y, en el Registro Único de Víctimas, se 
reportan 8.795 mujeres víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto 
armado29.

Durante el período 2010-2014, el Gobierno colombiano construyó de manera 
participativa con las organizaciones de mujeres, la Política Pública Nacional de 
Equidad de Género para las Mujeres y el Plan Integral para garantizar a las mu-
jeres una vida libre de violencias, los cuales fueron consignados en el CONPES 
Social 161 (DNP, 2013); adicionalmente, se elaboró la Política Pública para la 
Prevención de Riesgos, la Protección y Garantía de los Derechos de las Mujeres 
Víctimas del Conflicto Armado aprobada mediante el CONPES 3784 de 2013 
(DNP, 2013).

En el pilar de Paz del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un 
nuevo país” (DNP, 2015), dentro de las acciones para el cumplimiento del ob-
jetivo encaminado a fortalecer el proceso de construcción de paz y garantizar 
su sostenibilidad, así como en la estrategia transversal de “Seguridad, Justicia 
y Democracia para la Construcción de Paz” se destaca la promoción integral 
de los derechos de las mujeres y la igualdad de género desde una perspectiva 
intersectorial y la aplicación transversal del enfoque de género en los procesos 
de planeación, ejecución, monitoreo y seguimiento de las políticas públicas en 
todos los niveles de gobierno.

Bajo el anterior contexto, y con el propósito de lograr la equidad de género y 
la garantía de los derechos de las mujeres del municipio, distrito o departamen-

27   Según una encuesta realizada en 2014 en 10 ciudades (Consejería Presidencial para la Equidad de la 
Mujer, 2015), entre los servidores y servidoras públicas encuestadas todavía el 6% está totalmente de 
acuerdo con que “una mujer debe aguantar la violencia del marido para mantener unida a su familia”. El 
21% afirma que “las mujeres que se visten de manera provocativa se exponen a que las violen”. El 64% 
piensa que “si está en sus manos resolver un caso de violencia de pareja, la acción que haría es buscar que 
las partes concilien”, lo cual está en contra de la Ley 1257 de 2008 que prohíbe la conciliación en los casos 
de violencia intrafamiliar. En lo que respecta a la ciudadanía, el 18% afirma que “los hombres de verdad 
son capaces de controlar a sus mujeres”. El 19% considera que “una buena esposa debe obedecer a su 
esposo así no esté de acuerdo”, mientras que el 26% manifiesta que “es normal que los hombres no dejen 
salir sola a su pareja”.

28   Adicionalmente, se señala que “Los datos de las Naciones Unidas sobre la violencia sexual y por motivos 
de género correspondientes a 2013 indican que las mujeres y niñas de ascendencia afrocolombiana se 
vieron afectadas de manera desproporcionada” (Consejo de Seguridad Naciones Unidas, 2014)

29   Cifra suministrada por ONU Mujeres. Según un estudio de la Organización No Gubernamental OXFAM 
Internacional, entre 2001 y 2009 en los 407 municipios con mayor presencia de la fuerza pública, guerrilla, 
paramilitares u otros actores armados en Colombia, un promedio de 6 mujeres cada hora fueron víctimas 
directas de este tipo de violencia y el 82,15% de ellas no denunciaron los hechos. De confirmarse estas 
cifras, Colombia sería el país a nivel mundial con mayor número de este tipo de víctimas. 
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to, es importante que los programas de gobierno den cuenta de los siguientes 
interrogantes:

•	 ¿Cuáles acciones específicas dirigidas a las mujeres se proponen para cerrar 
las brechas entre hombres y mujeres en términos de oportunidades para 
el desarrollo, especialmente en los siguientes temas: brecha laboral, acce-
so a activos productivos, participación política y social y violencia basada 
en género?

•	 ¿Qué acciones implementará su gobierno para promover y hacer segui-
miento a la atención en salud sexual y reproductiva y en la educación para 
la sexualidad de niños, niñas, adolescentes y jóvenes?

•	 ¿Cómo incluirá las necesidades diferentes de mujeres y hombres dentro de 
la formulación, ejecución y seguimiento de los programas, proyectos y el 
presupuesto de la entidad territorial?

•	 ¿Cómo promoverá la paridad en la participación de hombres y muje-
res en los espacios de toma de decisión y de participación tanto pública 
como privada? 

•	 ¿Qué acciones propone para contribuir a la redistribución de las actividades 
de cuidado (niños, adultos mayores), como por ejemplo guarderías públicas?

•	 ¿El municipio o departamento cuenta con un mecanismo institucional (Se-
cretaría - Oficina) que oriente la transversalización de género y la construc-
ción de una política de equidad de género?

•	 ¿Se cuenta con una política de igualdad o equidad de género, o una polí-
tica para mujeres? ¿esta política fue aprobada por medio de un mecanis-
mo que garantice su sostenibilidad (acuerdo u ordenanza)? ¿cuenta con 
recursos para su ejecución? ¿se le hace seguimiento? ¿pueden participar 
las organizaciones de mujeres en las actividades de seguimiento?
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L a Constitución Política de 1991 estableció en su artículo 230 que la participa-
ción ciudadana es uno de los fines esenciales del Estado y una de las razones 

de ser de su existencia. La ciudadanía política es un camino fundamental para 
la consolidación de una democracia plena, a través de la participación ciudada-
na que permite, a su vez, la expansión de los derechos sociales y civiles (PNUD, 
2014a). Al ser ejercida en todas sus dimensiones, la participación permite contar 
con una ciudadanía activa, involucra a los individuos, organizados o no, en la 
promoción y defensa de sus derechos, en la búsqueda de soluciones a los pro-
blemas que los aquejan y en la construcción colectiva de un país desarrollado 
y en paz. Por tanto, la participación es un elemento clave que debe incluirse y 
adoptarse para la formulación de los programas de gobierno que se convertirán 
en planes de desarrollo de los candidatos elegidos popularmente.

El Plan Nacional de Desarrollo 2014–2018 “Todos por un nuevo país”, en 
el capítulo sobre “Seguridad, Justicia y Democracia Para la Construcción de 
Paz” (DNP, 2015) establece que uno de los retos para fortalecer el Estado Social 
de Derecho es la superación de las deficiencias que le restan efectividad a los 
mecanismos institucionales existentes para construir acuerdos en la diferencia, 
tramitar los conflictos de los colombianos y generar consensos democráticos. 

Como una de las estrategias para dejar atrás esta problemática, se plantea 
la creación de un sistema de gestión integral, orientado al fortalecimiento de la 
participación ciudadana y la planeación participativa. Este sistema permitirá que 
las múltiples instancias, mecanismos y canales de participación se articulen, para 
que se garantice que la ciudadanía y los grupos de interés incidan de manera 
real en la planeación, implementación y evaluación de políticas públicas. 

30   Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás dere-
chos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

2.6
LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
COMO FUNDAMENTO DE LA 
CONSTRUCCIÓN DE PAZ 



54

Herramienta para la Construcción de Programas de Gobierno 

La incidencia política de la ciudadanía, especialmente de los grupos más vul-
nerables, es decir, con mayores brechas en su desarrollo humano, y menos re-
presentados en el escenario político territorial, es central para el éxito de los 
gobernantes y para la superación de los factores por los cuales Colombia no ha 
podido consolidarse como un país en paz. La construcción de paz implica una 
transformación desde los territorios que involucre a la población de manera 
activa; la participación ciudadana, incluyente, incidente, deliberativa y que con-
tribuya a la reconciliación (OACP, 2015) es la base de este proceso. 

Para lograr avances significativos hacia una democracia de ciudadanía, es im-
portante garantizar la efectividad de los canales de comunicación e incidencia 
de los distintos tipos de preferencias legítimas (mayoritarias y minoritarias), que 
reflejen diversidad de posiciones y propendan por decisiones públicas ajustadas 
a la Constitución. Además, es pertinente tener en cuenta algunos elementos 
para discutir, conjuntamente, las propuestas específicas tendientes a mejorar 
la incidencia ciudadana en las decisiones determinantes en el desarrollo de las 
comunidades: 

•	 Existe normatividad clara acerca de los mecanismos e instancias para la par-
ticipación e incidencia de la ciudadanía.

•	 No se requieren muchos recursos; solamente con la decisión conjunta para 
fortalecer y utilizar los espacios ya institucionalizados, se tendrán buenos 
resultados.

•	 Cualquier estrategia de promoción de la participación ciudadana deberá 
privilegiar la inclusión de los grupos sub-representados como la población 
indígena, los grupos étnicos, las mujeres, los jóvenes, víctimas, población 
en situación de desplazamiento, entre otros, puesto que la representación 
de grupos excluidos históricamente es una garantía para la construcción y 
consolidación de la paz.

•	 Debe facilitarse el ejercicio del control social por parte de la sociedad civil 
organizada en sus territorios. 

Es de vital importancia que los candidatos y las candidatas a cargos de elección 
popular consideren los siguientes interrogantes para orientar su programa de 
gobierno en el componente de participación política y ciudadana:

Planeación y gestión participativa 

•	 ¿Cómo habilitar un proceso de diálogo permanente sobre visiones del de-
sarrollo con la participación activa de todos los actores del territorio?, ¿de 
qué manera se fortalecerá la planeación para el desarrollo incorporando la 
opinión de la ciudadanía realmente en el proceso?, ¿qué indicadores defini-
rá para saber que lo está logrando?
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•	 ¿Se apoyará en la consulta de las instancias territoriales de participación 
establecidas legalmente para tomar las decisiones?, ¿cómo reactivará o con-
solidará estas instancias?; ¿qué estrategias adoptará en su gobierno para 
activar el Consejo Territorial de Planeación?, ¿cómo orientará su relación 
con el Consejo de Política Social?

•	 ¿Cómo va a construir y poner en marcha una estrategia que transcienda el 
interés puramente consultivo para adentrarse en un interés de cogestión 
con la ciudadanía?; ¿de qué manera incentivará una mayor responsabilidad 
de los sectores sociales en la solución de las problemáticas presentes en su 
territorio?

Ciudadanía política

•	 ¿Cómo fortalecerá las organizaciones sociales (gremiales, comunales, veci-
nales, productivas, recreativas, entre otras)?; ¿cómo estimulará su relaciona-
miento con la administración municipal y/o departamental?

•	 ¿Cuáles grupos de población (mujeres, jóvenes, grupos étnicos, víctimas 
incluidas las personas en situación de desplazamiento) se encuentran 
sub-representados en el escenario político?, ¿cómo puede estimular su or-
ganización, representación y reconocimiento en el territorio?

•	 ¿Diseñará una estrategia para que la participación política y ciudadana sea 
vista por la población como un tema central de la construcción de paz? 
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2.7
GESTIÓN INSTITUCIONAL 
TRANSPARENTE, EFICAZ Y 
PARTICIPATIVA

Es difícil pensar que la paz se puede consolidar en el territorio nacional mien-
tras existan conductas que atentan contra el manejo ético y legal de las deci-

siones y los recursos públicos. La corrupción del aparato público ha sido fuente y 
resultado del conflicto en varias zonas del país. La captura del Estado representa 
un importante reto para el diseño institucional y para la consolidación de la paz 
en Colombia. En este contexto, promover la transparencia y el acceso a la infor-
mación es deber prioritario de los gobiernos territoriales por cuanto ello facilita 
la gobernabilidad y la paz, e incrementa la confianza de los gobernados en las 
instituciones públicas. 

La Ley 1474 de 2011 conocida como el “Estatuto Anticorrupción”, estable-
ce la obligación para las entidades públicas del orden nacional, departamental 
y municipal de elaborar anualmente una estrategia de lucha contra la corrup-
ción y de atención al ciudadano (Plan Anticorrupción y Atención al Ciudada-
no). Esta estrategia debe incluir: un mapa de riesgos de corrupción de cada 
entidad, las medidas concretas para mitigar dichos riesgos, una estrategia anti 
trámites, una estrategia de rendición de cuentas y mecanismos para mejorar 
la atención a los ciudadanos. 

Además, desde el 2012 el PNUD, la Presidencia de la República y la Agencia 
Presidencial de Cooperación empezaron a trabajar, de manera articulada, en 
la construcción participativa de la Política Pública Integral Anticorrupción, que 
se concreta, principalmente, en el CONPES 167 de 2013. En lo que respecta a 
la Política de Rendición de Cuentas, en el 2014 se presentó el Manual Único 
de Rendición de Cuentas a la Ciudadanía, en el cual se establecen lineamien-
tos metodológicos y contenidos mínimos para el diseño de las estrategias de 
rendición de cuentas. 

En cuanto al acceso a la información, es importante mencionar que en el 
mes de marzo de 2015 entró en vigor la Ley 1712 “Ley de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública”, cuyo objetivo es regular el derecho de acceso 
a la información, los procedimientos para el ejercicio y garantía de derecho 
y las excepciones a la publicidad de información. En ella, todas las entidades 
públicas de todos los niveles, están obligadas a entregar información; también 
lo estarán las personas naturales y jurídicas privadas que cumplan funciones 
públicas, las empresas prestadoras de servicios públicos y los partidos y movi-
mientos políticos. 
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El Plan Nacional de Desarrollo contempla como una de sus estrategias trans-
versales “El Buen Gobierno”, la cual tiene como objetivos centrales: i) fortale-
cer la articulación Nación-territorio; ii) afianzar la lucha contra la corrupción, 
transparencia y rendición de cuentas; iii) promover la eficiencia y eficacia ad-
ministrativa; iv) optimizar la gestión de la información; v) optimizar la gestión 
de la inversión de los recursos públicos (DNP, 2015). 

En este escenario, un programa de gobierno local debe tener en cuenta el marco 
legal nacional y, de manera específica, dar respuesta a interrogantes tales como:

Aplicación de la normatividad

•	 ¿Cómo se hará la implementación y el seguimiento a la Política Pública Inte-
gral Anticorrupción y a las acciones que el CONPES 167 de 2013 contempla 
para los territorios?, ¿qué indicadores deben orientar el seguimiento y eva-
luación de la misma?

•	 ¿Cómo se implementará en su territorio el Plan Anticorrupción y Atención al 
Ciudadano?, ¿qué acciones complementarias lideraría desde lo local?

•	 ¿Cuenta el programa de gobierno propuesto con una estrategia para la im-
plementación de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública?; 
¿contempla mecanismos que promuevan la oferta y demanda de informa-
ción pública en su territorio?

•	 ¿El programa de gobierno presenta una estrategia para la implementación 
del Manual Único de Rendición de cuentas que privilegie la visibilidad en 
las actuaciones del Gobierno, la probidad de los funcionarios públicos per-
tenecientes a la administración y la rendición pública de cuentas?; en caso 
contrario, ¿cómo podría proponerse?

•	 ¿Cómo se implementará la estrategia de Gobierno en Línea en su territorio?

Fuentes de financiamiento (SGP, SGR, otros)

•	 ¿Existe en su territorio alguna estrategia para hacer más eficiente, eficaz, 
pertinente y transparente la gestión de las regalías y de las transferencias?; 
¿cómo se va a relacionar, en tanto gobernante, con el Departamento Na-
cional de Planeación y los organismos de control para facilitar su labor de 
control sobre estos recursos?; ¿qué estrategias se contemplan para in-
centivar la participación en la gestión, ejecución y control en el uso de los 
recursos del Sistema General de Regalías y de las transferencias?; ¿cuenta 
con una estrategia para una gestión documental eficiente y eficaz en este 
campo? 
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Cultura de la legalidad y participación

•	 ¿Qué prácticas exitosas se vienen desarrollando en su territorio para la pro-
moción de la transparencia y la lucha contra la corrupción? ¿qué acciones 
se proponen para su reforzamiento y ampliación futura?

•	 ¿Cómo se implementará una cultura del Buen Gobierno en su adminis-
tración?; ¿qué prácticas considera que se deben modificar?; de manera 
concreta, ¿cómo piensa incentivar dicha transformación cultural hacia la 
integridad en el ejercicio de la función pública?

•	 ¿Cómo se fortalecerá la acción coordinada de los distintos actores involucra-
dos en su territorio en la lucha contra la corrupción?; ¿cómo se promoverá 
la participación ciudadana para facilitar la gobernabilidad en su territorio?; 
¿qué rol asumirá el sector privado y la sociedad civil en la implementación 
de las estrategias anticorrupción contenidas en su programa de gobierno?
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El próximo cuatrienio se vislumbra como una oportunidad histórica de trans-
formaciones para el país en distintos sentidos, cuyo escenario más estra-

tégico será el nivel local. Dentro de los temas esenciales que representarán un 
reto para las instituciones y la ciudadanía está la seguridad y la convivencia ciu-
dadana. El tema en sí mismo ha sido un desafío constante que ha requerido de 
la atención de los distintos niveles del Estado, y sus resultados están aún lejos 
de ser óptimos, pero su importancia se ve acentuada por un eventual contexto 
asociado a la conclusión de las negociaciones de paz entre el Gobierno Nacional 
y la guerrilla de las FARC-EP. La experiencia internacional señala que uno de los 
efectos habituales del fin de los conflictos armados, especialmente durante la 
fase de transición, es el incremento de la inseguridad en diferentes escenarios 
locales, como los municipios.

Por esta razón, para las próximas administraciones territoriales, las estrategias 
para fortalecer la seguridad y la convivencia son indispensables. La seguridad 
ciudadana hace énfasis en la protección de los individuos, de las comunidades y 
sus entornos y de las instituciones democráticas. La violencia y la inseguridad se 
constituyen en barreras para el libre ejercicio de los derechos, la construcción de 
la paz y la generación de mejores condiciones para el desarrollo. La protección 
de la vida de todos y todas –así como de la salvaguarda de la integridad y del 
patrimonio– son elementos fundamentales para que las personas puedan vivir 
y desarrollarse libres de miedo, del riesgo y de amenazas. Es pertinente resaltar 
que no existe “violencia” sino “violencias”, que afectan a las personas de forma 
distinta y, por lo tanto, el enfoque debe ser específico para cada situación. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país” (DNP, 
2015) se propone articular la labor de las autoridades civiles, la fuerza pública y 
la justicia en el ámbito local, urbano y rural, para garantizar la convivencia pací-
fica, la seguridad ciudadana, la defensa nacional y la desarticulación de las redes 
de criminalidad y economía ilegal. Define las siguientes acciones para garantizar 
la contención de la inseguridad, incrementar la confianza, la percepción de se-
guridad y la credibilidad de los ciudadanos y ciudadanas, que deben ser tenidas 
en cuenta por las administraciones territoriales: i) prevención social y situacio-
nal del delito; ii) lucha contra las principales modalidades delictivas, prioriza-
ción y focalización de punto críticos; iii) implementación de tecnologías para la 

2.8
SEGURIDAD Y 
CONVIVENCIA 
CIUDADANA
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seguridad ciudadana; iv) fortalecimiento de la presencia policial: fortalecimien-
to y empoderamiento de Departamentos y Municipios Seguros, de los Planes 
Integrales de Seguridad y Convivencia Ciudadana (PISCC) y de inspecciones de 
Policía Rural a través de la incorporación del Sistema Integrado de Seguridad 
Rural (SISER); v) prevención del constreñimiento y reclutamiento de niños, niñas 
y adolescentes por parte de grupos armados ilegales o grupos delincuenciales 
organizados; vi) fortalecimiento del Sistema Nacional de Información y Análisis 
del Delito (SNIAD); vii) promoción de la ejecución de Centros de Integración 
Ciudadana (CIC). 

Adicionalmente, plantea la identificación y el fortalecimiento de prácticas de 
prevención, trámite y resolución pacífica de conflictos sociales, económicos y 
comunitarios, para lo cual el Gobierno Nacional espera realizar, entre otras ac-
ciones, la tipificación de las conflictividades, la formación para el diálogo social 
y la consolidación de acuerdos comunitarios orientados a la construcción de una 
paz estable y duradera en el territorio; además de fortalecer la articulación entre 
los espacios de diálogo social con los mecanismos e instancias reglamentados 
de participación ciudadana. 

La seguridad y la convivencia ciudadana están, actualmente, en el centro 
de las preocupaciones de los colombianos; también, al tener en cuenta la 
coyuntura descrita, este tema se convierte en una prioridad que debe ser in-
cluida por medio de propuestas concretas en los programas de gobierno. En 
ese sentido, algunas preguntas que pueden orientar la planeación local sobre 
el tema son:

•	 ¿Cómo fortalecerá la estructura administrativa para gestionar la convivencia 
y la seguridad ciudadana?; ¿cómo fortalecerá el Consejo de Seguridad en 
su administración y de qué forma promoverá la articulación de los distintos 
actores encargados de la seguridad y convivencia de su territorio?

•	 ¿Qué tipo de medidas preventivas pueden adoptarse para contrarrestar y 
reducir los niveles de inseguridad e intolerancia?; ¿el departamento o mu-
nicipio cuenta con sistemas de información, monitoreo y priorización que le 
permitan una prevención específica de riesgos?

•	 ¿Qué acciones pueden desarrollarse para la utilización de mecanismos alter-
nativos de resolución de conflictos?; ¿cuáles son las propuestas tendientes a 
fortalecer los sistemas de denuncia y la atención a las víctimas de los delitos 
de violencia sexual y violencia intrafamiliar?

•	 ¿Cómo se puede incluir a la sociedad civil en los procesos de definición, 
construcción e implementación de la política pública de seguridad y convi-
vencia ciudadana?

•	 ¿Cómo se puede garantizar la prestación de servicios de seguridad y justicia 
en el área rural de su entidad territorial?
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Dado que Colombia aún vive un conflicto armado interno y teniendo en 
cuenta la posible firma de un acuerdo de paz con las FARC-EP, desde el 

PNUD se ha hecho énfasis en la idea de que el desarrollo y los derechos humanos 
son interdependientes y se refuerzan mutuamente. En ese sentido, las Naciones 
Unidas han apoyado al Estado colombiano en la incorporación del Enfoque Ba-
sado en Derechos Humanos (EBDH), cuyo prerrequisito es la integración de los 
principios de derechos humanos en todas las áreas del desarrollo.

Bajo el entendido que los Derechos Humanos son aquellas prerrogativas que el 
Estado y la sociedad deben brindar a toda persona por el solo hecho de ser un 
humano (Calderón, 2002), honrando la totalidad de tratados internacionales 
sobre la materia firmados y ratificados por Colombia, y en aplicación de los con-
tenidos que sobre derechos humanos tiene la Constitución Política de 1991 in-
cluidos los desarrollos jurisprudenciales sobre los mismos, el Estado colombiano 
decidió construir, participativamente, una Política Pública Integral de Derechos 
Humanos, con el acompañamiento de la comunidad internacional.

Debido a que dicha Política surge de un amplio proceso de consulta regional 
en todo el país, se debe aprovechar para que las candidatas y candidatos a las 
elecciones territoriales reflejen estos compromisos en sus programas de gobier-
no, y respondan a los diagnósticos locales y bajo el EBDH. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2014–2018 “Todos por un nuevo país”, in-
corporó el EBDH de manera transversal y argumenta que “el proceso de cons-
trucción conjunta de la paz, pasa por avanzar en la garantía de los derechos 
fundamentales de todos los ciudadanos, especialmente de quienes el conflicto 
armado se los ha restringido, y por transformar la ilegalidad presente en varios 
territorios del país a través de una institucionalidad que brinde las garantías y 
oportunidades para el goce efectivo de los derechos” (DNP, 2015, p. 42). 

Con el fin de fomentar una cultura de respeto y goce efectivo de los derechos 
humanos, los programas de gobierno de los candidatos y candidatas deberían 
responder los siguientes interrogantes:

•	 ¿Qué estrategias propone para implementar el Enfoque Basado en Dere-
chos Humanos y adoptar la Política Integral de DDHH?

2.9
CULTURA DE RESPETO Y 
GOCE EFECTIVO DE LOS 
DERECHOS HUMANOS
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•	 ¿Cuáles son las instituciones con competencias en DDHH en su territorio?

•	 ¿Cómo son los niveles de coordinación interinstitucional en el territorio, 
en particular frente a la prevención de violaciones de DDHH y la respuesta 
estatal sobre las mismas?

•	 ¿Qué estrategias utilizará para asegurar que el EBDH esté integrado a las 
demás áreas y políticas futuras de su plan de gobierno?

•	 ¿Cómo promoverá en el territorio los DDHH, tanto los Derechos civiles y 
políticos; Igualdad, no discriminación y respeto por las identidades; Cultura 
y educación en DDHH y Paz; DIH y conflicto armado; Derechos Económicos, 
Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA); DDHH y empresa; Justicia; y 
Construcción de Paz, así como los componentes transversales de gestión 
pública transparente y lucha contra la corrupción?

•	 ¿De qué manera su gobierno abordará el enfoque de DDHH para la cons-
trucción de paz, la agenda de transición y el post acuerdo?

•	 ¿Cómo garantizará los derechos a poblaciones tradicionalmente excluidas y 
sub-representadas, particularmente niños, niñas, jóvenes, adultos mayores, 
mujeres, grupos étnicos, población en condición de discapacidad, víctimas, 
personas en situación de desplazamiento y campesinos?
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Hacia una nueva agenda de desarrollo: 
de los ODM 2000 - 2015 a los ODS 2016-2030 

Entrando al siglo XXI cerca de 190 países miembros de Naciones Unidas se comprometieron con la erradicación de la pobreza en 
el mundo, con  una agenda para 15 años denominada “Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)”, cuyos lineamientos se 
plasmaron en 8 objetivos. 

Colombia ratificó este compromiso con la expedición de los documentos Conpes Sociales 91 de 2005 y 140 de 2011.

En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, Río + 20 en 2012, se presentó la iniciativa para el próximo 
quinquenio denominada “Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)”, que permite dar continuidad al reto iniciado con los ODM. 

Se espera que los 17 ODS sean ratificados en la Asamblea General de Naciones Unidas en el mes de septiembre de 2015, para 
una vigencia de 15 años (2016-2030). Los ODS propuestos son:

Colombia ha trabajado en esta agenda y está comprometida a continuar 
en aras del desarrollo. Para esto es necesaria la participación y el trabajo 
coordinado entre gobierno nacional y local, sector privado, sociedad civil y 
agencias internacionales.  

Los ODS son un nuevo marco de acción, y la armonización de los 
programas de gobierno con el mismo, permitirá avanzar en el desarrollo 
del departamento, distrito o municipio, con la perspectiva de reducción de 
brechas de equidad, enmarcada en una estrategia global. 

10%

0%

20%

30%

40%

50%

60%

70%

80%

90%

100%
100% 100%

62%

18,6%

99%

88,2%

70,5%

39,5%

1

2

3

5

6

7

8

4

9

10

11

13

12

14

15

16

17

Erradicar la pobreza mundial en todas sus formas.

Erradicar el hambre, lograr la seguridad alimentaria, mejorar la 
nutrición y promover la agricultura sostenible.

Asegurar una vida sana y promover el bienestar de todos 
en todas las edades.

Lograr la igualdad de género y el empoderamiento de 
todas las mujeres y niñas.

Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua.

Garantizar una educación de calidad y equitativa y promover las 
oportunidades de aprendizaje permanente para todos.

Garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible 
y moderna.

Promover el crecimiento económico sostenible e inclusivo y el 
trabajo decente.

Promover la industrialización inclusiva y sostenible y fomentar la 
innovación.

Hacer que las ciudades y asentamientos humanos sean incluyentes, 
seguros, resilientes y sostenibles.

Adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus 
impactos.

Conservar y utilizar de manera sostenible los océanos, los mares y los 
recursos marinos.

Facilitar medios y revitalizar las colaboraciones para el desarrollo 
sostenible.

Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, 
facilitar el acceso a la justicia para todos y construir instituciones 
eficaces, responsables e inclusivas en todos los niveles.

Proteger, restaurar y promover el uso sostenible de los ecosistemas 
terrestres, el manejo sostenible de los bosques, combatir la 
desertificación, detener y revertir la degradación de la tierra y detener la 
pérdida de biodiversidad.

Asegurar pautas de consumo y producción sostenibles.

Reducir la desigualdad en y entre países.
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2000 2030
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Dignidad
Poner fin a la pobreza y luchar 

contra la inequidad

Objetivos de 
Desarrollo del Milenio

Objetivos de 
Desarrollo Sostenible

Objetivos de 
Desarrollo del Milenio

Objetivos de 
Desarrollo Sostenible

Personas
Asegurar la salud, conocimiento, y la 

inclusión a mujeres y niños.

Planeta
Proteger nuestros ecosistemas para

todas las sociedades y nuestros niños.

Asociación
Catalizar la solidaridad global
para el desarrollo sostenible.

Justicia
Promover sociedades seguras y
en paz, e instituciones fuertes.

Prosperidad
Cultivar una economía fuerte e 

inclusiva y transformadora.

Objetivos de Desarrollo Sostenible - ODS

Colombia y los ODM


